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1. Presentación 
La población penal juvenil en Argentina es una cantidad muy pequeña tanto respecto a su grupo etario 

de referencia (adolescente-juvenil), como en relación a la población adulta con causa penal. Sin embargo, 

su incidencia suele ser sobredimensionada en la difusión mediática de hechos delictivos a cargo de 

menores edad. A la par de este fenómeno comunicacional, también es frecuente la simplificación de su 

tratamiento, muchas veces propuesto exclusivamente desde pretendidas soluciones punitivistas para 

situaciones sociales complejas.  

Este documento intenta aportar información descriptiva de la normativa y un análisis de los datos 

disponibles a fin de nutrir el debate en torno a las políticas para esta población. En ambos casos 

(normativa y datos) la organización federal de nuestro país con sus 23 jurisdicciones provinciales y CABA, 

con sus variantes institucionales más una débil capacidad de coordinación y articulación desde el nivel 

central para efectivizar el principio de especialidad, a la que se adicionan las respectivas particularidades 

de los poderes judiciales (y las variantes procesales) de cada jurisdicción, forman parte sustantiva de una 

dinámica heterogénea y fragmentada que también hacen a su complejidad.  

El documento presenta en primer término una síntesis de los principales ítems abordados. En un segundo 

apartado se realiza una breve caracterización de la ley nacional vigente, con las respectivas 

recomendaciones del Comité de Seguimiento de la CDN, más un relevamiento descriptivo de la normativa 

vigente en las 24 jurisdicciones, con algunas referencias a los contenidos específicos en cada caso. Un 

tercer capítulo describe las fuentes de información disponibles a nivel nacional y las posibilidades y límites 

de un tratamiento uniforme ya sea a los fines de consolidar datos nacionales o con pretensiones de 

comparabilidad. En función de estas salvedades o recaudos, se realiza una lectura a nivel nacional (con la 

única fuente que metodológicamente lo permite) y se analiza la evolución en los últimos años. En un 

cuarto apartado, se presenta el análisis para las cuatro jurisdicciones más pobladas: Buenos Aires, Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe. Finalmente, se incorpora un comparativo de países de la 

Región que modificaron la edad de punibilidad realizado por Unicef, más la referencia a algunas 

experiencias locales de trabajo con menores de 16 años que tuvieron episodios de infracción a la ley penal 

(estrategias no punitivistas con equipos especializados, seguimiento personalizado y espacios con grupos 

de pares).  
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2. Síntesis de destacados 
Sobre la normativa penal vigente:  

Argentina tiene pendiente una adecuación de la ley de responsabilidad penal juvenil y por tal motivo ha 

sido condenada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y viene recibiendo 

observaciones sucesivas del Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas.  Dicho Comité solicitó que 

la normativa que se sancione no incluya medidas para endurecer las condenas ni reducir la edad de 

responsabilidad penal, que se dé pleno cumplimiento a la sentencia de la CIDH y se promueva la adopción 

de medidas como las sanciones alternativas, la libertad condicional, la mediación, el apoyo psicológico o 

el trabajo comunitario y, cuando sea posible, utilice medidas alternativas a la imposición de penas. 

En cuanto a las provincias y CABA se observa que: 11 jurisdicciones han sancionado leyes de 

procedimientos penales para adolescentes, 5 han incorporado capítulos destinados al proceso penal 

dentro de las leyes de protección, 4 lo han incorporado en sus códigos procesales penales como capítulo/ 

título especial y 4 aún no cuentan con leyes o pautas especiales para el abordaje de los presuntos 

infractores. Hasta ahora, la mayoría de las normativas procesales sancionadas mantienen la 

procesabilidad en los no punibles a los efectos de la investigación penal (aun cuando se haya dispuesto el 

sobreseimiento).  

Sobre la información disponible: 

En lo que hace a la sistematización de información a nivel nacional, hay tres fuentes oficiales que 

concentran (o pretenden hacerlo) datos de las 24 jurisdicciones.  

La Base General de Datos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Corte Suprema de Justicia de La Nación 

(BGD-CSJN) en el año 2023 comenzó a publicar en su portal datos por jurisdicción1. Sin embargo,  advierte 

sobre las dificultades en términos de comparabilidad debido a que no es homogénea la información 

brindada y, por ende, tampoco es posible tener un dato agregado a nivel nacional que permita realizar un 

análisis temporal (por ejemplo, cotejar la evolución de dicha población y de las causas penales, ni tampoco 

realizar comparaciones entre jurisdicciones -al menos- sin verificar qué registra cada una) -algunos 

recaudos tomados en cuenta para la elaboración de este reporte se detallan en el apartado 

correspondiente-. Lo que sí permite esta fuente es el seguimiento de datos en cada jurisdicción y, 

potencialmente si se trabaja en la homogeneización metodológica de los registros, se podrá aspirar a 

tener datos consolidados a nivel nacional y la respectiva comparabilidad entre jurisdicciones. Vale 

también una mención de la Junta Federal de Cortes y Superiores Tribunales de Justicia (JUFEJUS) que, con 

apoyo de UNICEF, ha relevado información penal juvenil en la mayoría de las provincias (en algunas 

jurisdicciones, no en todas, coincide el dato de la BGD y JUFEJUS). 

La (ex) Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia junto con el Fondo de Naciones Unidas para 

la Infancia (UNICEF) lleva adelante “relevamientos de un día” sobre los dispositivos penales juveniles y su 

población. Este instrumento permite una aproximación a las diferentes modalidades de medida penal que 

se llevan a cabo (con gradientes respecto de la restricción de libertad) y, al aplicarse de manera sistemática 

todos los años, permite la comparabilidad y el seguimiento. Según el último relevamiento del 31/12/2023, 

la cantidad de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas en el país era de 4.145; de este total 65 eran 

                                                             

1 https://mapabgd.csjn.gov.ar/BGD_PROVINCIAS/ 
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menores de 16 años y la gran mayoría (80%) cumple medidas penales en territorio (sin restricción ni 

privación de libertad). El principal presunto delito es contra la propiedad. Los datos surgidos de estos 

relevamientos muestran un descenso de la población penal juvenil en dispositivos desde el 2015 (año en 

que la población ascendía a 7.169 adolescentes y jóvenes).  

La tercera fuente es el Registro Nacional de Reincidencia que concentra todas las sentencias a nivel 

nacional, inclusive las que atañen a adolescentes. Para el uso de esta fuente, hay que tener en cuenta, 

por un lado, que es una porción bastante reducida las que llegan a la instancia de juicio con respecto al 

inicio de las causas (en el caso de los adolescentes en algunas jurisdicciones ronda el 10% respecto de los 

registros de inicio de las intervenciones penales). A la vez, al menos en la información pública de este 

Registro, en muchos casos no informan la edad de la persona sentenciada (aproximadamente el 40% de 

las sentencias no especifican la edad). 

Considerando una serie larga de años, los datos nacionales de adolescentes en cumplimiento de medidas 

(fuente SENAF-UNICEF) y de los registros judiciales de las cuatro jurisdicciones analizadas (las más 

pobladas del país) en ningún caso permiten afirmar que exista un incremento de la participación de 

adolescentes en sucesos delictivos. Antes bien, lo que se observa en cada jurisdicción es una disminución 

tanto en números absolutos, como con relación al total de la población y al total de causas penales. Sólo 

se observa un incremento en relación con los años de pandemia, donde el Aislamiento Social Preventivo 

y Obligatorio (ASPO) tuvo una incidencia directa en dicha merma. Los delitos graves (que en los estudios 

criminológicos son considerados como un dato más preciso, dado que es menor -o caso inexistente- el 

margen para que no se ejerza una acción judicial) muestran en cada jurisdicción una tendencia estable 

y/o descendente respecto a la participación de adolescentes.  

Análisis de las cuatro jurisdicciones con más población 

Educación y políticas para adolescentes: A nivel nacional y en las cuatro jurisdicciones analizadas, se 

observa un incremento de la tasa de asistencia al secundario (obligatorio por ley desde el año 2006) y, en 

paralelo a este aumento de los años de escolarización, también puede observarse -en los datos agregados- 

un descenso de los delitos cometidos por adolescentes. Si bien, en un problema complejo como este, 

nunca las relaciones entre variables son tan directas, sí resulta un indicativo de los efectos que ha 

generado la inclusión educativa en el secundario y de la necesidad de nutrir con políticas de alcance 

territorial complementarias a la escuela dirigidas a esta población.   

La Provincia de Buenos Aires muestra el mayor número de Investigaciones Penales Preparatorias (IPPs), 

lo que es consistente con la mayor población que la habita. Según datos del Ministerio Público-PBA, las 

IPPs iniciadas del Fuero de Responsabilidad Penal juvenil presentan una tendencia estable y levemente 

descendente en los últimos 10 años. El mayor descenso fue en los dos años de pandemia con un repunte 

posterior que –aun así- no alcanza los registros pre-pandemia. El mayor registro es del año 2012 con 

29.550 IPPs, mientras que en el 2023 se iniciaron 23.846 IPPs. La incidencia de las IPPs que involucran 

adolescentes respecto del total de las IPPs en la provincia muestra una tendencia claramente en descenso: 

4,34% en el año 2009 y 2,25% en el 2023. Mientras que los homicidios dolosos consumados del Fuero de 

Responsabilidad Penal juvenil fueron 188 en el año 2013 y 66 en el 2023. 

La Justicia Nacional de Menores con jurisdicción en CABA, presenta una tendencia descendente 

considerando una serie larga de años. El mayor registro data del año 2011 con 2.242 NNyA con alguna 

intervención penal, del 2015 al 2019 se observa una cierta estabilidad (oscila entre los 1.530 y 1.679 
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NNyA), el mayor descenso se produjo con la pandemia (en el año 2020 hubo 1.168 NNyA y 1.472 en el 

año 2021) y luego se registra un repunte que no llega a alcanzar los registros de inicios de la serie analizada 

(1.643 en el año 2022 y 1.767 en el 2023). Respecto a delitos graves de la Justicia Nacional de Menores la 

evolución de los últimos cuatro años indica que hubo 13 homicidios consumados en el año 2020, 17 en el 

2021, 3 en el 2022 y 5 en el 2023. 

La Provincia de Santa Fe en la serie larga presenta una tendencia a la baja considerando las 14.313 causas 

del año 2004 respecto al año 2013 donde hubo 8.659 causas, a partir de ahí se estabiliza y muestra un 

descenso paulatino a partir del 2018 hasta el 2022, con un leve incremento pos-pandemia donde se 

registraron 6.653 causas en el 2023. Las causas del fuero penal de menores muestran un descenso en su 

incidencia con respecto al total de causas penales en la provincia, mientras que en el año 2004 

representaban el 5,9%, en el 2014 el 3,6% y en el 2003 fueron el 2,1%. El registro de homicidios dolosos 

consumados del fuero de responsabilidad penal juvenil muestra oscilaciones en los últimos seis años: con 

un pico en el 2018 con 93 y 61 en el 2023 (el valor más bajo de la serie). 

En la Provincia de Córdoba también se verifica una tendencia descendente con un mínimo en los años de 

pandemia y un repunte posterior que tampoco alcanza los registros pre-pandemia. El Centro de Estudios 

y Proyectos Judiciales (CEPJ) del Poder Judicial de la provincia informa las causas ingresadas en el fuero 

Penal Juvenil. En el año 2014 se registra el valor más alto con 3.942 causas iniciadas, desde el año 2016 

hay una baja sostenida y llega a 2.138 en el 2019, en los años de pandemia hay un marcado descenso y 

luego se observa un repunte que no alcanza los registros prepandemia, 1.788 en el 2022 (último año 

disponible). La incidencia de las causas del fuero penal de menores respecto al total de causas penales en 

la provincia para el período 2014-2022 muestra un descenso con alguna oscilación, pasando de 6,94% al 

inicio de la serie al 3,98% en el último año disponible.  

3. La normativa nacional y las actualizaciones provinciales 
La República Argentina ratificó numerosos tratados de derechos humanos internacionales y 
regionales incorporadas en la Constitución Nacional en el año 1994 asumiendo así el compromiso 
de reformar su legislación y procedimientos en materia de niñez y adolescencia. En materia penal 
juvenil, niñas, niños y adolescentes en contacto con el sistema penal, gozan de la protección proveniente 
de una serie de instrumentos internacionales, reglas y directrices derivadas de la comunidad internacional 
siendo el principal instrumento la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) que establece reglas 
mínimas que los Estados partes deben cumplir para garantizar un sistema penal juvenil acorde a los 
estándares que ella exige que, en lo sustancial, están señaladas en sus artículos 37 y 40. En complemento 
con las disposiciones de la Convención, se encuentra un conjunto de normas de protección de los 
derechos de los/as adolescentes que incluyen: las Reglas mínimas de la Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing), las Reglas de las Naciones Unidas para la 
protección de los menores privados de libertad (Reglas de La Habana),las Reglas sobre Medidas no 
Privativas de la Libertad (Reglas de Tokio), la Observación General Nro. 24 del Comité de los Derechos del 
Niño (en adelante Comité); y todos los instrumentos internacionales sobre derechos humanos de alcance 
general. 

De los estándares internacionales mencionados, se siguen una serie de principios y derechos que deben 
ser especialmente tomados en cuenta. El principio central es el de la dignidad, esto es, el derecho de 
todo/a adolescente de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare 
culpable de haber infringido esas leyes, a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de 
la dignidad, y el pleno respeto de sus derechos humanos, la necesidad de tomar en cuenta la edad, la 
importancia de promover su reintegración y de que éste/a asuma una función constructiva en la sociedad. 
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Se conjuga con este principio: los principios de trato diferenciado, de especialidad, de excepcionalidad de 
la privación de libertad, de proporcionalidad, de racionalidad, y de mínima intervención, garantías 
sustanciales y procesales; la centralidad de las medidas alternativas al proceso y a la privación de la 
libertad y la importancia en el diagrama, elaboración e implementación de políticas de prevención del 
delito (Art. 37 y 40 de la CDN).  

No obstante, Argentina aún no ha adecuado su sistema de justicia aplicable a aquellas personas menores 
de edad sospechadas de la comisión de un delito que sea respetuoso de esos estándares internacionales.  
En efecto, se encuentra vigente el “Régimen Penal de la Minoridad” (Decreto-Ley 22.278/1980) que se 
trata de una norma que responde al modelo de la situación irregular, que se caracteriza por contener 
categorías vagas y antijurídicas, tales como la de peligro y abandono material o moral que fundamentan 
la intervención coactiva del estado y la utilización de la privación de la libertad como medida de 
protección. Asimismo, permite la consideración de otros elementos más allá del delito cometido y habilita 
la imposición de condenas previstas para los/as adultos/as. Este decreto-ley ha tenido innumerables y 
acertados cuestionamientos por parte del sistema universal y regional de los derechos humanos entre los 
que podemos mencionar: a) Comité de los Derechos del Niño. Observaciones finales al Estado Argentino 
(octubre 2002; junio 2010 y agosto del 2018); b) La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), 
c) El Consejo de Derechos Humanos, octavo período de sesiones (13 de mayo de 2008), Examen Periódico 
Universal, entre otros.  

El Comité en sus Informes Periódicos a la Argentina de 2002 y 2010 había manifestado su preocupación 
por la vigencia del Decreto-Ley 22.278 toda vez que el mismo se basa en la doctrina de la situación irregular 
y consecuentemente recomendó al Estado la inmediata adecuación de las leyes y prácticas del sistema 
penal juvenil a las disposiciones de la Convención y las normas internacionales en la materia2. En su último 
informe a la Argentina (2018) el Comité señaló que ve con preocupación la persistencia de la práctica 
discrecional de privar de libertad a niñas, niños y adolescentes por protección y no por la comisión de un 
delito, las graves condiciones de detención en los centros de privación de libertad y el alejamiento de sus 
familias y comunidades; y la imposición de penas altas incluidas condenas a prisión perpetua. Entre las 
principales recomendaciones señaló que la normativa que se sancione no incluya medidas para endurecer 
las condenas ni reducir la edad de responsabilidad penal, que se dé pleno cumplimiento a la sentencia de 
la Corte IDH y se promueva la adopción de medidas como las sanciones alternativas, la libertad 
condicional, la mediación, el apoyo psicológico o el trabajo comunitario, y, cuando sea posible, utilice 
medidas alternativas a la imposición de penas.  
Por su parte, la Corte IDH condenó al Estado Argentino por incumplir la obligación de adoptar 
disposiciones de derecho interno en materia penal juvenil a los estándares convencionales por no contar 
con un sistema penal juvenil acorde los estándares internacionales en la materia; fallo “Mendoza y otros 
vs. Argentina”3. En dicha oportunidad el Tribunal internacional indicó la necesidad de una reforma del 
sistema penal juvenil y sostuvo que el Decreto- ley 22.278 regula algunos aspectos relativos a la 
imputación de responsabilidad penal a los niños y a las medidas que el juez puede adoptar antes y después 
de dicha imputación, incluyendo la posibilidad de la imposición de una sanción penal. También sostuvo 
que el sistema previsto por el artículo 4 de la Ley 22.278 deja un amplio margen de arbitrio al juez para 
determinar las consecuencias jurídicas de la comisión de un delito por personas menores de 18 años, 
tomando como base aspectos como “los antecedentes del menor, el resultado del tratamiento tutelar y 
la impresión directa recogida por el juez”; y ordenó al Estado que diseñe e implemente políticas públicas 
con metas claras y calendarizadas, así como la asignación de adecuados recursos presupuestales, para la 

                                                             

2 CRC/C/15/Add.187. Párr. 62 y 63 y CRC/C/ARG/CO/3-4, 21/6/2010. Párr. 80 
3 CIDH. Caso Mendoza y otros vs. Argentina. Sentencia del 14 de mayo de 2013. 
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prevención de la delincuencia juvenil a través de programas y servicios eficaces que favorezcan el 
desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes.  

La normativa vigente en nuestro país también ha recibido un tratamiento crítico de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación (Fallos, 238:4343 y 331:2691). En el primer antecedente, la Corte analizó y describió 
la ley de manera muy crítica4, en el segundo directamente requirió al Poder Legislativo que “en un plazo 
razonable, adecue la legislación a los estándares mínimos que en lo pertinente surgen de los instrumentos 
internacionales sobre derechos” (Considerando 7).  

La jerarquía constitucional atribuida a estos tratados internacionales condiciona necesariamente el 
ejercicio de todo el poder público al pleno respeto y garantía de estos instrumentos, en tanto su violación 
constituye la violación de la Constitución Nacional misma y potencialmente compromete la 
responsabilidad internacional del Estado. Por ello, además de la obligación del Estado Nacional de 
adecuación legislativa en materia penal, las provincias de nuestro país también están obligadas a 
desarrollar una adecuación legislativa en materia procesal penal ya que muchos de los estándares e 
institutos que deben ponerse en marcha son regulados por las provincias.  En dicho marco y en el ejercicio 
de las competencias delegadas, las provincias han ido sancionado leyes procesales penales aplicables a 
niñas, niños y adolescentes algunas de las cuales resultan más adecuadas a los estándares internacionales.  

De las 23 provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 11 jurisdicciones han sancionado Leyes de 

procedimientos penales para adolescentes, 5 han incorporado capítulos destinados al proceso penal 

dentro de las leyes de protección, 4 lo han incorporado en sus códigos procesales penales como capítulo/ 

título especial y 4 aún no cuentan con leyes o pautas especiales para el abordaje de los presuntos 

infractores. 

En 15 jurisdicciones se contempla la creación de un fuero especializado de conformidad con la CDN (para 

los centros urbanos o capitales) y en casi la totalidad de las normativas no se prevé dicha especialización 

en instancias de revisión ni en etapa de ejecución de la pena. De ese total, 10 disponen que el juzgado 

especializado sea el que funcione como fuero de atracción ante la participación conjunta de adolescentes 

y mayores; por lo cual en el resto de las provincias el juzgamiento es competencia del fuero ordinario de 

adultos (tribunal no especializado). En el resto de las jurisdicciones se sostienen los juzgados de “menores” 

con funciones análogas a las previstas en la 22.278.  

De las 19 normativas procesales que enuncian la aplicación de medidas alternativas al proceso, 10 

incluyen un catálogo amplio de medidas; 8 sólo refieren al criterio de oportunidad reglado, la mediación 

y/o la suspensión del juicio a prueba y 2 sólo lo refieren como principio general. Corresponde señalar que 

algunas de las que establecen un catálogo amplio, incluyen el acceso a determinados derechos que son 

de carácter universal y cuyo deber de garantía pesa sobre el Estado indistintamente de la existencia o no 

de una imputación, como, por ejemplo, concurrir a la escuela, recibir tratamiento de salud, entre otros. 

No es el sistema de justicia juvenil el que debe brindar el acceso a tales derechos; sino la administración 

a través del diseño, elaboración e implementación de políticas públicas que debe ejecutar el Estado para 

garantizar el goce efectivo de los mismos. Lo propio ocurre con las medidas “socio-educativas” que se 

fijan como alternativas a la privación de libertad, a las que se suman aquellas de privación de libertad 

atenuada (régimen de semilibertad, libertad asistida, privación de libertad domiciliaria, privación de 

libertad los fines de semana). No obstante, al tratarse de normas de forma no pueden regular sobre el 

                                                             

4 Ver considerando 24 en adelante. 
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fondo por lo cual se aplican las penas del Código Penal prevista para adultos; como así también los criterios 

del Decreto-Ley 22.278 que es la ley de fondo. 

En materia de medidas de coerción procesal (cautelares), las 19 normativas procesales contemplan la 

aplicación y procedencia de la prisión preventiva. Si bien se fija como excepcional pocas de ellas 

establecen su procedencia con base a criterios objetivos (riesgos procesales, para delitos con pena 

privativa de libertad) advirtiendo que en varios casos la misma se determina en función a criterios 

vinculados a la personalidad, peligrosidad y/o solicitando informes a los equipos interdisciplinarios. En 

cuanto a la temporalidad de la medida, la totalidad de las normas procedimentales incorporan plazos de 

duración máxima que oscilan entre los 60 días y el año que en todos los casos es prorrogable por una vez 

(se exceptúa una provincia donde el máximo de la prisión preventiva puede alcanzar los 3 años).  

Finalmente, la totalidad de las normativas procesales sancionadas mantienen la intervención penal con 

niñas, niños y adolescentes no punibles (menores de 16 años) y, en ese sentido, sostienen la continuidad 

de la investigación penal (procesabilidad) incluso cuando se ha dispuesto el sobreseimiento. En 12 

provincias, algunas de ellas sancionadas con posterioridad al fallo de la Corte IDH y al último informe del 

Comité a la Argentina, la normativa otorga competencias al juzgado penal para disponer la privación de 

libertad de no punibles en función de la “peligrosidad”, características personales del niño, niñas y 

adolescentes, por motivos de protección o resguardo (“medidas tutelares”, “medidas de seguridad”, 

“medidas de protección”, “internación”) con base en el Decreto-Ley 22.278. 

4. La información sobre población penal juvenil a nivel nacional 
Como se señaló anteriormente, a nivel nacional existen tres fuentes de información que concentran o 

relevan datos de las 24 jurisdicciones: la Base General de Datos de niñas niños y adolescentes de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, las ediciones del Relevamiento Nacional de Dispositivos Penales 

Juveniles y su Población de la SENAF-UNICEF y el Registro Nacional de Reincidencia del Ministerio de 

Justicia de la Nación. 

La BGD concentra la información en torno a NNyA con intervenciones de la justicia penal en un año 

calendario, considerando las causas iniciadas en el fuero penal y las medidas tomadas por los poderes 

judiciales jurisdiccionales. Por su parte, la SENAF presenta relevamientos periódicos realizados en un día 

sobre dispositivos penales juveniles y su población en cada jurisdicción. Mientras que el Ministerio de 

Justicia lleva el registro de las sentencias condenatorias a través de comunicaciones de resoluciones 

emitidas por todos los organismos judiciales del país. Cada uno de estos registros tiene potencialidades y 

límites como instrumento para el seguimiento y monitoreo de las políticas en materia penal juvenil, a la 

vez que, en cada caso, muestran diferentes niveles de desarrollo y consolidación. 

La propuesta más ambiciosa es la que viene desarrollando la máxima autoridad jurídica nacional a través 

de la BGD que en el año 2023 presentó el Mapa Estadístico de la Justicia Penal Juvenil, donde publican la 

información presentada por las jurisdicciones provinciales y CABA, más la información propia de los 

Juzgados Nacionales y Tribunales Orales de Menores de Capital Federal para los delitos aun no 

transferidos. Sin embargo, como advierte la BGD en su informe, los datos no son todavía comparables 

entre jurisdicciones y por tanto tampoco es posible obtener un dato nacional consolidado. Del análisis de 

los mencionados datos y con base en una indagación (consulta con algunas jurisdicciones y con la propia 

BGD) observamos que las limitaciones se pueden sintetizar en torno a: diferencias en la población de 

NNyA (franjas de edades que informan), diferencias en respecto de las causas que se informan (todas las 

intervenciones iniciadas vs. sólo las elevadas a juicio) y diferencias en los NNyA con medidas dictadas (sólo 
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las medidas del año vs. todos los que cumplen o cumplieron medida en el año en curso -más allá del año 

de la medida judicial-). 

JUFEJUS y UNICEF: indicadores en materia penal juvenil 

La Junta Federal de Cortes y Superiores Tribunales de Justicia de las provincias argentinas y CABA -

Ju.Fe.Jus- nuclea a los miembros en ejercicio de las Cortes y Tribunales. Esta entidad (conformada en el 

año 1994) en coordinación con los poderes judiciales provinciales y UNICEF, realizaron un primer 

relevamiento de información del año 2022 –con fines de periodicidad anual- sobre la población penal 

juvenil por jurisdicción 5 . El universo que abarca el relevamiento considera la cantidad de procesos 

iniciados en el fuero penal juvenil y la cantidad de adolescentes involucrados en dichos procesos por 

jurisdicción, entre otros indicadores seleccionados. El grado de avance de esta iniciativa es variado y aun 

no completa la información de todas las jurisdicciones. A la vez, la información relevada tiene problemas 

similares a la presentada por la BGD-CSJN, centralmente relacionados con la (no) homogeneidad de la 

información que impide contar con un dato a nivel nacional y afecta también la comparabilidad entre 

jurisdicciones.  

Por su parte, la SENAF viene realizando anualmente con apoyo de UNICEF el Relevamiento Nacional de 

Dispositivos Penales Juveniles y su Población. Con la modalidad de censo o “foto” del día permite un 

parámetro comparativo -temporal y entre jurisdicciones-, desagrega x edades considerando adolescentes 

y jóvenes, y caracteriza tipos de dispositivos. Este instrumento no alcanza a contabilizar a toda la 

población que pasa por los dispositivos a lo largo de un año, tampoco releva información sobre las 

intervenciones judiciales que no se materializan en el cumplimiento de una medida judicial. 6 

Finalmente, se encuentra el Registro Nacional de Reincidencia que concentra todas las resoluciones de 

sentencias condenatorias del país, incluyendo a los adolescentes. Respecto a este dato, hay que tener en 

cuenta que son pocas las sentencias en relación a la población en cumplimiento de medidas penales 

juveniles y mucho más respecto a las sentencias en general. A su vez, hay que considerar que en muchos 

casos no hay registro de edad en las sentencias, por ejemplo, en el último dato publicado del año 2022, 

aproximadamente en la mitad de las sentencias no se informa la edad de la persona. 

Dadas las dificultades metodológicas que -por ahora- presenta el mapa de la BGD en términos de 

comparabilidad y de la posibilidad de obtener un dato consolidado a nivel nacional, la única opción de ese 

tipo de información (comparable y con datos agregados a nivel nacional) es la que reporta el relevamiento 

de la SENAF respecto a las/os adolescentes cumpliendo medidas penales en cada una de las jurisdicciones 

(publicadas en conjunto con UNICEF).  

                                                             

5 Pueden consultarse en Registro Único de Indicadores en materia Penal Juvenil de los poderes judiciales 
provinciales y CABA de Argentina. 

6 También desde la SENAF, con mandato de la ley nacional 26.061, se ha desarrollado el Registro Nominal de las Áreas 
de Niñez de la Argentina (RUN) a través de un proceso de trabajo en el marco del Consejo Federal que involucra la 
compatibilización de la información a nivel local, y nacional considerando diferentes componentes: intervenciones 
realizadas en el marco de las distintas medidas específicas -medidas de protección excepcional, medidas o 
intervenciones de protección integral y medidas penales juveniles, además de llamadas a la Línea 102. Sin embargo, 
hasta ahora el módulo sobre medidas penales juveniles no presenta el mismo desarrollo que el abocado a las 
medidas de protección. 

https://public.tableau.com/app/profile/luis3738/viz/jufejus-PenalJuvenil/Historia1
https://public.tableau.com/app/profile/luis3738/viz/jufejus-PenalJuvenil/Historia1
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Al respecto, tal como muestra el siguiente cuadro en la mayoría de las jurisdicciones la cantidad de 

adolescentes cumpliendo medidas penales refiere a un número muy acotado que no resulta relevante 

para inferir una (pretendida) incidencia con respecto a la seguridad ciudadana. En todo caso, como dato 

significativo -o relevante en términos de agenda pública y gubernamental- el problema se presenta en las 

jurisdicciones con mayor población (y más específicamente en sus aglomerados urbanos). En función de 

ello, más adelante se analizan dichas jurisdicciones: la Justicia Nacional de Menores (con jurisdicción en 

CABA) y las Provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe.  

Cuadro 1: Cantidad e incidencia de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas penales por jurisdicción 

según edad y tipo de medida. Año 2023 

Jurisdicciones 

Adolescentes y jóvenes 
cumpliendo medidas 
penales según edad 

Adolescentes y jóvenes 
según tipo de medida Total de 

adolescentes 
13 a 17 años 

Censo 2022 

% de 
adolescentes 
con medidas 

penales    
(sobre total de 

adolescentes de 
13 a 17 años) 

13 a 15 
años 

16 y 17 
años 

18 años 
o más 

M. penal 
en 

territorio 

Restricción y 
privación de 

libertad 

Buenos Aires 28 923 1.352 1.859 444 1.388.152 0,17 
Córdoba 21 355 161 461 76 286.749 0,19 
Santa Fe 2 166 56 170 59 257.030 0,09 
Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires 

1 148 45 105 89 171.955 0,11 

Mendoza 0 257 187 397 48 163.974 0,27 
Tucumán 0 45 10 49 6 139.027 0,04 
Salta 1 33 8 23 19 123.910 0,03 
Misiones 3 20 34 0 57 112.053 0,05 
Entre Ríos 0 32 58 89 2 110.519 0,08 
Corrientes 0 5 2 0 7 99.831 0,01 
Santiago del Estero 0 34 9 43 0 93.158 0,05 
Chaco 0 14 0 9 5 93.076 0,02 
San Juan 0 5 2 2 5 71.150 0,01 
Jujuy 0 6 3 8 1 67.580 0,01 
Río Negro 0 14 8 21 1 58.570 0,04 
Neuquén 0 4 10 14 0 56.378 0,02 
Formosa 0 8 0 2 6 53.055 0,02 
Chubut 0 8 6 8 6 47.900 0,03 
San Luis 3 11 5 19 0 46.329 0,04 
Catamarca 0 2 4 5 1 35.289 0,02 
La Rioja 6 0 0 6 0 31.390 0,02 
Santa Cruz 0 2 1 0 3 29.410 0,01 
La Pampa 0 12 8 18 2 28.379 0,07 
Tierra del Fuego NC 15.103 - 
Total  65 2.104 1.969 3.308 837 3.579.967 0,12 

Fuente: Elaboración propia en base a Relevamiento Nacional de Dispositivos Penales Juveniles y su población.  

Senaf y Censo 2022, Indec. 
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4.1. Dispositivos penales para adolescentes 
La Secretaría Nacional de Niñez Adolescencia y Familia -SENAF- lleva adelante relevamientos de un día 

que realiza periódicamente sobre dispositivos penales juveniles y su población; su última actualización se 

realizó en el mes de diciembre del año 20237. La Secretaría, a través de la Dirección Nacional para 

Adolescentes Infractores a Ley Penal (DINAI) realiza la recolección de información a través de las áreas 

penales juveniles de las distintas jurisdicciones del país. El Relevamiento presenta resultados sobre: 

Dispositivos Penales Juveniles, sobre la Población en Dispositivos de Aprehensión Especializados, y los 

adolescentes y jóvenes que están cumpliendo una medida penal por delitos o presuntos delitos. El 

Universo contempla la totalidad de dispositivos penales juveniles del país; incluyendo a adolescentes y a 

jóvenes mayores de 18 años con medidas penales por hechos sucedidos cuando eran menores de 18 años. 

En esta última presentación se avanzó sobre variables no relevadas anteriormente considerando 

características de los dispositivos convivenciales de restricción y de privación de la libertad. Esta 

información se presentó por primera vez el año pasado y refiere a condiciones relevadas en el año 2022. 

En el relevamiento se consideran diferentes tipos de dispositivos: 

Los Establecimientos especializados de Aprehensión: tienen como objetivo la intervención 

especializada y que el adolescente no sea alojado en una comisaría. Están destinados a adolescentes 

menores de 18 años que son aprehendidos por fuerzas de seguridad. Las intervenciones requeridas para 

la derivación del adolescente deben darse en un plazo de entre 12 y 24hs como máximo. 

Equipos técnicos de Guardia: intervienen también en la instancia de la aprehensión de 

adolescentes, dependen del órgano de niñez y garantizan en el espacio de la comisaría la intervención 

especializada y la derivación en el menor plazo posible. Los equipos deben garantizar su intervención los 

365 días del año, las 24 hs. 

Dispositivos de Medidas Penales en Territorio: programas o dispositivos que supervisan y 

acompañan a adolescentes en el marco del cumplimiento de una medida judicial, en su red socio 

comunitaria y familiar (sin restricción o privación de su libertad) y tienen como objetivo acompañar a los 

adolescentes en la elaboración de un proyecto de vida. 

Establecimientos de Restricción de libertad: son establecimientos convivenciales de aplicación de 

la medida restrictiva dispuesta por juzgados o tribunales en materia penal juvenil. Los adolescentes 

pueden salir transitoriamente para realizar actividades educativas, recreativas y deportivas. 

Establecimientos de Privación de libertad: son dispositivos para la aplicación de una medida de 

privación impuesta a adolescentes dispuesta por juzgados o tribunales competentes. Cuenta con barreras 

edilicias, muros perimetrales y personal de seguridad. 

En el país, 10 provincias cuentan con 24 establecimientos de restricción de libertad -12 en la 

provincia de Buenos Aires-. A su vez, 18 provincias cuentan con establecimientos de privación de 

libertad, que en todo el país ascienden a 63.  

Mientras que, a junio del 2023 según SENAF, 4 provincias no contaban con Dispositivos de Medida Penal 

en el territorio (Corrientes, Misiones, Santa Cruz y Tierra del Fuego).  

                                                             

7 Se procesó para este informe una base de datos brindada por SENAF a La Defe con información a 31 de diciembre 
de 2023.  
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La población que cumple medida en los dispositivos es casi en su totalidad masculina y el 98% es de 

nacionalidad argentina. 

Aprehensiones de Niños/as y adolescentes  

Los dispositivos de aprehensión especializada –teniendo en cuenta las recomendaciones internacionales 

de especialización del sistema de justicia juvenil- incluyen Guardias especializadas en comisarías y 

dispositivos especializados de aprehensión. El compromiso de creación de estos dispositivos en todas las 

jurisdicciones cuenta con acuerdo del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia. 

Es importante tener en cuenta para la lectura del dato que las aprehensiones no deben equipararse con 

delitos, se trata de un registro de NNyA detenidos en: presuntas contravenciones, presuntos delitos, o a 

veces por resistencia a la autoridad, deambular en las calles de forma “sospechosa”, practicando la 

mendicidad, o en conflictos entre pares. Se trata, por tanto, de un dato sensible a la política policial de 

cada jurisdicción respecto de los niños y adolescentes (por ejemplo, a la frecuencia y forma de actuación 

de los operativos policiales en la vía pública)8. Por lo tanto, no corresponde concluir que el aumento o 

disminución de las detenciones tiene correlación directa con el delito. 

Otra cuestión a considerar es que el dispositivo de aprehensión especializada o guardia, tiene sede en 

alguna localidad -usualmente capitales provinciales- o sea que no se tiene información completa de la 

provincia. Estos dispositivos se fueron creando en los últimos años, en el último año 2023, según la SENAF 

había 5 provincias con establecimientos especializados de aprehensión (dos activos en la provincia de 

Buenos Aires). 

En el 2023 se registraron 2.407 aprehensiones de NNAyJ; de las cuales 1.022 fueron menores de 16 años. 

Considerando el periodo 2021 a 2023 (primeros semestres) el incremento de las aprehensiones de 

menores de 16 años se observa particularmente en CABA y Tucumán, en el resto de las jurisdicciones se 

ve estable. Si consideramos la evolución de menores de 16 años sobre el total de aprehensiones 

especializadas entre los años 2019 a 2023 (semestres) se mantienen relativamente estables y pasan de 

un 39,5% al 42, 0%. 

 

4.2. Adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas penales  
El relevamiento de la SENAF presenta la Población de adolescentes y jóvenes que cumplen medidas 

penales en territorio, medidas de restricción o de privación de la libertad. La metodología es de tipo censal 

y se releva el dato de las variables seleccionadas en el mismo día para todas las jurisdicciones. Como puede 

                                                             

8 Un reciente informe del Comité Nacional para la Prevención de la Tortura señala: “…el CNPT pudo observar en el 
marco de sus monitoreos, incluso a partir de la revisión de libros policiales donde los efectivos registran sus 
intervenciones. Es así que detectó operativos masivos compatibles con posibles razzias, como así también distintas 
dinámicas de “verdugueo” entre las fuerzas policiales y los jóvenes, que derivan en la aplicación de figuras delictivas 
como resistencia a la autoridad o contravenciones. También, las detenciones por averiguación de antecedentes u 
otras facultades policiales, que en un régimen democrático no deberían persistir, recaen especialmente en jóvenes 
y adolescentes de los sectores mencionados”. Aportes del CNPT para la discusión de la reforma del régimen penal 
juvenil (2024, pág. 20). 



 

14 

 

observarse, a lo largo de los años fue bajando la cantidad de adolescentes y jóvenes que cumplían medidas 

penales, pasando de 7.178 en 2015 a 4.145 en 2023. 

Gráfico 1: Evolución de la cantidad de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas penales. Años 

2015 a 2023. Total país. 

 

Fuente: Relevamiento Nacional de Dispositivos y Población Penal Juvenil. Senaf (Dic de 2023). 

En cuanto a los menores de 16 años en cumplimiento de medidas penales como muestra el siguiente 

gráfico, se observa un descenso constante desde el 2015 (412) con el registro más bajo en el 2022 (34) y 

un repunte en el 2023 (65) que lo ubica como el segundo valor más bajo de la serie.  

Gráfico 2: Evolución de la cantidad de adolescentes menores de 16 años cumpliendo medida penal. 

Años 2015-2023  

 

Nota: No se realizó publicación de datos desglosados por edad para 2017 y 2018. 

Fuente: Relevamientos Nacionales de Población y Dispositivos Penales Juveniles. Senaf. Años 2015 - 2023. 

 

En diciembre de 2023 se relevaron 4.145 adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas penales. El 80% 

(3.308) cumplía medidas penales en territorio; el 3% (127) en establecimientos de semilibertad, y el 

restante 17% (710) en establecimientos de privación de la libertad. 
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Gráfico 3: Distribución porcentual de adolescentes y jóvenes según tipo de dispositivo penal. Año 
2023  

 

Fuente: Relevamiento Nacional de Dispositivos Penales Juveniles y su Población. Diciembre 2023. Senaf 

Cumpliendo medidas penales se encuentran 65 niñas/os y adolescentes que tienen menos de 16 años. 

Representan el 1,6% del total de adolescentes y jóvenes que cumplen medida en los dispositivos. El 50,8% 

de esta población (2.104 adolescentes) tienen 16 y 17 años, el resto 18 o más (47,6%). 

Gráfico 4: Distribución porcentual de adolescentes y jóvenes en dispositivos según edad. Año 2023  

 

Nota: se excluyen del cálculo 7 adolescentes o jóvenes sin dato de edad 

Fuente: Relevamiento Nacional de Dispositivos y Población Penal Juvenil. Diciembre 2023. Senaf. 

 

El 95,6% (3.953) de los adolescentes y jóvenes que se encuentran cumpliendo medidas penales son 

varones. El 4,3% son mujeres (178) y hay 2 adolescentes con género autopercibido.  
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Gráfico 5: Adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas por género. Año 2023 

 

Nota: se excluyen del cálculo 12 adolescentes o jóvenes sin dato de género. 

Fuente: Relevamiento Nacional de Dispositivos y Población Penal Juvenil. Diciembre 2023 Senaf. 

 

Entre los adolescentes y jóvenes que cumplen medidas en territorio más de la mitad son jóvenes de 18 y 

más años (1.679 jóvenes), el 48,2% son adolescentes punibles (1.590); sólo hay 33 adolescentes no 

punibles cumpliendo medidas en territorio. En los dispositivos de restricción de libertad el 52,8% son 

adolescentes 16 y 17 (67 adolescentes), el 34,6% de 18 años o más; luego, un 12,6% de adolescentes no 

punibles por edad (16 adolescentes). Finalmente, en los dispositivos de privación de libertad hubo 447 

adolescentes punibles (63,0%), el 34,7% tenía 18 o más años (246 jóvenes) y sólo el 2,3% son no punibles 

(16 adolescentes).  

Gráfico 6: Proporción de adolescentes y jóvenes por tipo de dispositivo de cumplimiento de medida y 

edad. Año 2023 

 

Fuente: Relevamiento de Dispositivos y Población Penal Juvenil. Diciembre 2023 Senaf. 

Nota: se excluyen del cálculo 7 adolescentes o jóvenes sin dato de edad. 
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De los 65 niños y adolescentes no punibles cumpliendo medidas penales en el año 2023, la mitad (33) 
cumple medida penal en territorio, 16 NNA en dispositivos de restricción y 16 alojados en dispositivos de 
privación de libertad. Respecto a los delitos graves, 9 cumplen medidas por homicidio consumado y 7 por 
homicidio en grado de tentativa. 

Del año 2019 a 2023, bajaron la cantidad de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas por presuntos 

delitos contra la propiedad -de 3.296 en 2019 a 2.299 en 2023-, o por delitos contra las personas de 913 

en 2015 a 590 en 2023). Por su parte, creció la cantidad de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas 

por presuntos delitos contra la integridad sexual, pasando de 218 a 268 adolescentes y jóvenes en 2023.  

Gráfico 7: Evolución de la cantidad de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas penales por tipo de 

presunto delito. (principales delitos) Años 2019-2023  

 

Nota: se seleccionaron los 3 principales delitos. Los años 2017 y 2018 no fueron publicados. Para el año 2015 la 

forma de registrar el tipo de delitos era diferente.  

Fuente: Relevamiento Nacional de Población y Dispositivos Penales Juveniles. Senaf. Años 2019 a 2023.  

La mayor proporción de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas por presuntos delitos fue contra la 

propiedad, seguido en mucha menor proporción por los delitos contra las personas; 6 de cada 10 cumplían 

medidas penales por presuntos delitos contra la propiedad. En 2020 (año de pandemia) alcanzó el pico 

del 65,2%. Los adolescentes y jóvenes que cumplen medidas por presuntos delitos contra las personas se 

mantuvieron estables representando entre un 18,3% y un 16,1% del total en el último año. Respecto a los 

delitos contra la integridad sexual, puede observarse una tendencia ascendente: en el 2019 el 4,2% de los 

adolescentes y jóvenes cumplían medidas penales por ese motivo en 2023 representaban el 7,3% 

3.296

2.893

2.486

2.255 2.299

913
744 679 676

590

218 250 234 258 268

Año 2019 Año 2020 Año 2021 Año 2022 Año 2023

Delitos contra la propiedad Delitos contra las personas Delitos contra la integridad sexual



 

18 

 

Gráfico 8: Evolución de la proporción de adolescentes y jóvenes cumpliendo medida penal por tipo de 

presunto delito (principales delitos). Años 2019 a 2023.  

 

Nota: Se consideraron los 3 principales grupos de delitos. Se excluyeron los delitos en los que no había información 

sobre el tipo de delito que representan entre el 10% y el 12,9% del total de los delitos de cada año. Los años 2017 

y 2018 no fueron publicados. Para el año 2015 la forma de registrar el tipo de delitos era diferente. 

Fuente: Relevamiento Nacional de Población y Dispositivos Penales Juveniles. Senaf. Años 2019 a 2023. 

Considerando aquellos que cumplen medidas por los delitos más graves, relacionados con homicidios, 

homicidios agravados y homicidio en situación de robo, para los cinco años disponibles se observan 

algunas oscilaciones y un descenso entre el 2019 con 351 adolescentes y jóvenes cumpliendo medida por 

presunto homicidio y 254 en el año 2023. Por su parte la proporción de los adolescentes y jóvenes 

cumpliendo medidas por estos delitos en relación con el resto de los adolescentes y jóvenes que cumplen 

medidas se mantuvo bastante estable entre el 6,8 y el 8,4% del total. 
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Gráfico 9: Evolución de la cantidad de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas penales por 

presunto delito de homicidio, homicidio agravado y homicidio en situación de robo. Años 2019 a 2023  

 

Fuente: Relevamiento Nacional de Población y Dispositivos Penales Juveniles. Senaf. Años 2019 a 2023.  

Gráfico 10: Evolución de la proporción de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas penales por 

presunto delito de homicidio, homicidio agravado y homicidio en situación de robo respecto al total. 

Años 2019 a 2023.  

 

Fuente: Relevamiento Nacional de Población y Dispositivos Penales Juveniles. Senaf. Años 2019 a 2023.  
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5. Datos relevantes de las cuatro jurisdicciones con más población 

5.1 Provincia de Buenos Aires 

Las Investigaciones Penales Preparatorias (en adelante IPPs) iniciadas en el Fuero de Responsabilidad 

Penal Juvenil (FRPJ) comprenden a las investigaciones por presuntos delitos de adolescentes menores de 

18 años. Los registros de los últimos 15 años (ver gráfico) muestran que los valores más elevados se 

registraron entre el año 2009 y el 2014 (con un “pico” en el 2012 de 29.550 IPPs) luego se observa un leve 

descenso en el 2015 (26.798 IPPs) y un nuevo “amesetamiento” hasta el 2019, allí en los dos años de 

pandemia -2020 y 2021- se presenta un marcado descenso (17.988 en el 2020) que vuelve a repuntar en 

el 2022 y 2023 pero sin alcanzar el registro de años pre-pandemia (las 23.846 IPPs del año 2023 

representan una baja del 21% respecto al inicio de la serie del año 2009).  

Sólo una parte de las IPPs iniciadas continúan la instancia procesal, tal como muestra el gráfico, son las 

ingresadas al Juzgado de Garantías del Joven. Analizando su tendencia se visualiza un pico en el año 2012 

con 15.829 causas, pero luego inician un gradual y sostenido descenso que –exceptuando la baja más 

pronunciada de los años de ASPO- continua hasta el 2023, año en el que se registraron 12.259 causas 

ingresadas en los mencionados Juzgados.  

De las IPPs iniciadas anualmente sólo un número significativamente más bajo se constituyen en 

imputaciones formales9  y, como muestra el gráfico, también presentan una tendencia descendente. 

Mientras que en el año 2014 había 3.317 las causas con adolescentes en esta instancia procesal, se 

observa un descenso constante hasta los valores más bajos que coinciden con los dos años afectados por 

la pandemia y el ASPO, luego hay un incremento en el 2022 y en el 2023 (último año disponible) donde 

las imputaciones formales ascendieron a 1.892 sin alcanzar los niveles pre-pandémicos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                             

9 El informe anual RPN considera “como imputaciones formales se computó la cantidad de actas audiencia del art. 
308 primer párrafo del CPP” 
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Gráfico 11: Evolución de la cantidad de IPPs iniciadas del FRPJ, de las causas iniciadas en Juzgados de 

Garantías del Joven y de los procesos penales juveniles en el Registro de los Procesos del Niño. 

 Buenos Aires. Años 2009 a 2023. 

 

Nota: el Registro de los procesos del Niño (RPN) comienza en 2014.  
Fuente: Ministerio Público y Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires. 

 

En contraste con lo que suele difundirse en los medios de comunicación, la incidencia de los delitos 

cometidos por menores de edad respecto al total de los delitos cometidos en la provincia presenta un 

constante descenso (esta declinación de las IPPs del FRPJ –tal como muestra el gráfico siguiente- se 

combina con un incremento de las IPPs que involucran a adultos). 
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Gráfico 12: Evolución de la incidencia de las IPPs penales juveniles en relación al total de las IPPs (%). 
Buenos Aires. Años 2009 a 2023 

 

Fuente: elaboración propia en base a datos del Ministerio Público de la provincia de Buenos Aires. 

Con respecto al tipo de delito, se observa un descenso de IPPs iniciadas por delitos contra la propiedad, 

mientras que en el año 2009 se registraron por este tipo de delito 13.079, en el 2023 descendieron a 7.591 

IPPs. En contraste, han ido subiendo las IPPs iniciadas por presuntos delitos contra la integridad sexual 

pasando de 765 en el año 2009, con un pico de 3.119 en el año 2022 y también un registro muy alto de 

2.971 en el 2023. Por su parte, los delitos contra las personas encuentran su pico en el año 2011 

alcanzando 5.204, y luego inician una tendencia descendente hasta el 2019 (4.297 IPPs), caen 

marcadamente en los años de pandemia (2.737 y 2.810 en el 2020 y 2021 respectivamente) para volver a 

repuntar, pero sin alcanzar los registros previos (con 4.147 IPPs en el 2023).  
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Gráfico 13: Evolución de la cantidad de IPPs iniciadas por Bien jurídico protegido. Buenos Aires. 

 Años 2009 a 2023.  

 

Fuente: Ministerio Público de la provincia de Buenos Aires 

En cuanto a los delitos más graves, las IPPs del FRPJ referidas a homicidios dolosos consumados muestran 

entre 2013 y 2023 una tendencia descendente con ciertas oscilaciones.10 En el año 2013 se registraron 

188 IPPs iniciadas por homicidios dolosos consumados, desde ese momento el número viene con una 

tendencia a la baja y desde el año 2019 (65 IPPs) se reflejan valores estables (en el 2023 año se registraron 

66 IPPs  por homicidios dolosos). En cuanto a las IPPs por homicidios dolosos tentados se muestran más 

elevados y -con algunas oscilaciones- también presentan una tendencia decreciente, pero de menor 

                                                             

10  En términos estadísticos, cabe resaltar que los registros de estos delitos graves son considerados por los 
especialistas como indicadores más fidedignos porque -a diferencia de los demás delitos- no tienen el problema del 
sub-registro (o es muy poco probable). 

4.561
4.812

5.204 5.047 4.884 4.892
4.647 4.721 4.587 4.475 4.297

2.737
2.810

4.168 4.147

765 712 799 824 869 879 1.039 1.029
1.280

1.803 2.491
1.835

2.578

3.119 2.971

13.079

11.493

10.661

11.188

10.703
11.148

10.071
9.834

8.863

9.378
9.050

6.329
5.900

6.290

7.591

2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Delitos contra las personas Delitos contra la integridad sexual

Delitos contra la libertad Contra la propiedad

Contra la administración pública Ley de estupefacientes

Otros



 

24 

 

magnitud: tuvieron un pico en el año 2014 con 174 IPPs, un “piso” en el 2021 con 93 IPPs (año de 

pandemia) para volver a registros similares a los de la pre-pandemia en los últimos dos años (en el 2023 

fueron a 114 IPPs por homicidios dolosos tentados). 

Gráfico 14: Evolución de la cantidad de IPPs del FRPJ iniciadas por homicidio doloso consumado y 

tentado. Años 2013 a 2023 

 

Fuente: elaboración propia en base al Ministerio Público Fiscal. Provincia de Buenos Aires 

Los adolescentes que se involucran en actividades delictivas, suelen hacerlo vinculados con adultos. En el 

caso de los homicidios dolosos, como muestra el gráfico a continuación, la proporción de IPPs –por 

presunto homicidio consumado o tentado- del FRPJ donde se investiga la participación de adultos es 

siempre superior al 40% y alcanzó un valor máximo en el 2022 donde el 59% de las IPPs fue con 

participación de adultos. En los homicidios tentados la participación de adultos junto a la de adolescentes, 

aunque menor sigue siendo muy significativa, oscila entre el 25% y el 32% para los años en que se dispone 

de este dato (a excepción del año 2021 con un “pico” del 44%). 

Gráfico 15: Proporción de IPP del FRPJ por homicidio doloso consumado o tentado donde se investiga 
la participación de mayores de edad simultáneamente. Años 2014 a 2023 (1) 

 

Fuente: Ministerio Público. Provincia de Buenos Aires Nota: no hay información de participación de adultos en homicidios 

dolosos tentados para el año 2014 y 2015. 

188

149

126
112

89
100

65
74

61 61 66

147

174

150

127
137

124

107
118

93

123
114

2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Homicidios dolosos consumados Homicidios dolosos tentados

47,0%
51,0%

42,0%

51,7%
56,0%

50,8%
54,1% 54,1%

59,0%
53,0%

28,0% 30,7% 32,3%
29,0%

25,4%

44,1%

28,5% 28,1%

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Homicidio doloso consumado Homicidio doloso tentado



 

25 

 

Con respecto a las aprehensiones policiales, no hay disponible un dato actualizado del Ministerio 
de Seguridad de la provincia11. Según la Comisión Provincial de la Memoria, en el año 2019 se registraron 
19.334 adolescentes de 16 y 17 años aprehendidos. En el 2020 -año particular considerando la pandemia 
de Covid-19-  descendió a 17.309 adolescentes. 12 

Con respecto a los tipos de juicio y las sentencias dictadas en el Fuero de Responsabilidad Penal 
Juvenil, como muestra el gráfico la cantidad de sentencias en juicios abreviados –que comprende un 
acuerdo entre fiscal y defensor- va en aumento: en el año 2014 representaban el 79% (616)del total de 
sentencias, han ascendido al 93% en el año 2022 y registraron un leve descenso en el último año (90%)13.  
Se evidencia así una tendencia a la utilización casi exclusiva y utilitarista de este instituto para “cerrar” 
causas sin contemplar las implicancias que ello tiene. El juicio abreviado comprende una negociación 
sobre el monto de pena a aplicar que se efectúa entre el fiscal y el defensor; y demanda por parte del 
imputado el reconocimiento del hecho y la aceptación de la responsabilidad sin cuestionamiento alguno 
(se exime de realizar el debate oral con la presentación de pruebas de cargo y descargo que acrediten su 
participación). Así las cosas, el principal problema de su aplicación en el proceso penal juvenil radica en 
su contraposición al principio de especialidad, a la protección especial y la finalidad de reintegración social 
que persigue; pues se advierte que su utilización persigue un fin utilitarista y respuesta punitiva 
evidenciada al analizar los montos de penas que se imponen vulnerando los principios de excepcionalidad, 
brevedad, proporcionalidad y razonabilidad de la pena (se han evidenciado montos elevados de pena 
privativa de libertad, superiores a los 10 años, impuestos en juicios abreviados). A ello, se suman los 
cuestionamientos generales del instituto: ausencia de publicidad de la negociación, la aceptación de la 
responsabilidad penal y de la pena sin evidencias contundentes de cargo, la vulneración de la garantía 
constitucional que consagra la prohibición respecto a ser obligado a declarar contra uno mismo, la 
utilización extorsiva que se hace para su aplicación, la ausencia de un debido proceso, entre otros. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                             

11 La provincia dispone de dos Centros Especializados de Aprehensión (en Mar del Plata y en San Martín) ambos dependientes del 
Organismo Provincial de Niñez y Adolescencia. 
12 No hay información oficial disponible sobre los adolescentes no punibles por edad aprehendidos por las fuerzas policiales. 
Recientemente, el actual ministro de Seguridad, Javier Alonso informó -considerando datos interanuales (de junio de 2022 a julio 
de 2023)- que las aprehensiones de niños y adolescentes ascienden a aproximadamente 40.000, considerando a la población de 
niñas, niños y adolescentes no punibles y los punibles: https://www.youtube.com/watch?v=tj7Cuv12_bY 
13 El último informe en la CPM advierte que “…se ha convertido en regla el juicio abreviado, un instituto que reduce el tiempo 
entre la detención y la condena, y afecta las garantías del debido proceso al constituirse en un acuerdo extorsivo tendiente a llegar 
a una rápida condena en detrimento de un juicio oral y público”. 

https://www.youtube.com/watch?v=tj7Cuv12_bY
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Gráfico 16: Cantidad de sentencias judiciales en el FRPJ según tipo de juicio. Buenos Aires. 
 Años 2014-2023 

 

Fuente: Comisión por la Memoria en base a datos de información de la Secretaría de Planificación de la SCJBA. 

Considerando las prácticas de la Justicia restaurativa en el FRPJ, la provincia cuenta con 29 
mediadores en 12 departamentos judiciales que en el año 2022 recibieron 400 IPPs.  

Respecto al cumplimiento de medidas penales, en el año 2023 hubo 1.361 adolescentes y jóvenes 
(modalidad “relevamiento de un día”) el 38,5% en dispositivos a cargo del OPNyA (524), el 34,5% ya 
habiendo cumplido la mayoría de edad en el Sistema Penitenciario Bonaerense, el 24,1% con prisión 
domiciliaria. El siguiente gráfico muestra un descenso en los adolescentes a cargo del OPNyA y un 
incremento del Sistema Penitenciario Bonaerense y de la modalidad de prisión domiciliaria.   

Gráfico 17:  Evolución de la cantidad de adolescentes y jóvenes privados de su libertad según modo de 
detención. Buenos Aires. Años 2017 a 2023. 

 

Fuente: Comisión por la Memoria en base a Registro de procesos de niño, del Ministerio público provincial. 
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Por último, la información disponible sobre los adolescentes y jóvenes que ingresaron anualmente 
en los centros de detención bajo la órbita del OPNyA (los centros cerrados, de recepción y de contención 
–semilibertad-) para los últimos cuatro años, muestra un leve incremento respecto a los dos años de 
pandemia. En el 2023 se contabilizando 828 adolescentes y jóvenes, con 132 adolescentes menores de 16 
años.  

Gráfico 17: Adolescentes y jóvenes ingresados/as al OPNyA, según rango etario. Años 2020 a 2023. 

 

Fuente: CPM en base a datos OPNyA 

5.2. Ciudad de Buenos Aires 
La Ciudad de Buenos Aires presenta dos particularidades con respecto a las 23 provincias: por un lado, 

todavía cuenta con “doble competencia” desde el poder judicial14 y, a la vez, la jurisdicción político-

institucional se constituye en un territorio urbano de mayor escala -relativamente continuo- que es el 

Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA)15.  

Considerando una serie “larga” se observa una tendencia descendiente desde el año 2011 (máximo valor 

con 2.242 NNyA) con oscilaciones hasta 2017, un leve repunte en el 2019, luego una caída en la pandemia, 

muy pronunciada en el 2020 y luego un repunte en el 2021 que continúa en ascenso en el 2022 y 2023 sin 

alcanzar los registros más altos del inicio del período 16 . En el año 2023, 1.767 NNyA tuvieron 

intervenciones de la Justicia Nacional de Menores. 

                                                             

14 En la Ciudad de Buenos Aires convive la Justicia Nacional de Menores -con competencia en los delitos con penas 
más altas del fuero penal- junto con la justicia de la Ciudad, a la cual se han ido transfiriendo algunos delitos y las 
contravenciones. El primer convenio de transferencia se firmó en el año 2000 y posteriormente hubo nuevos actos de traspaso. 
15 El Área Metropolitana de Buenos Aires además de la CABA refiere a las 24 jurisdicciones ubicadas de manera 
concéntrica en el conurbano bonaerense. Se trata de un área de continuidad urbana, interconectada y de amplia 
movilidad poblacional. 
16 Incluye también a jóvenes de 18 y más años que cometieron un presunto delito siendo menores de edad. 

91 111 109 132

637
666 669

679

25
23 37

17

2020 2021 2022 2023

Hasta 15 16 o 17 18 o más



 

28 

 

Gráfico 18: Evolución de la cantidad de NNAyJ con intervenciones en la Justicia Nacional de menores. 

(en CABA). Años 2011 a 2023 

 
Fuente: Informes anuales BGD. NNyA en la Justicia Nacional de Menores. 

Al analizar a lo largo de seis años la distribución por rango etario, se observa que el mayor incremento 

porcentual ocurre en el agrupamiento de hasta 12 años (en el párrafo siguiente, al analizar por tipo de 

delito, se muestra un incremento a edades muy tempranas de imputaciones por abuso sexual).  

Gráfico 19: Evolución % de los NNAyJ con intervenciones en la Justicia Nacional de menores según 

edad. Años 2018-2023 

 

Fuente: Informes anuales BGD. NNyA en la Justicia Nacional de Menores.  

El análisis por tipo de delito de los datos disponibles para 5 años se observa que la proporción de delitos 
contra la propiedad es ampliamente mayoritaria y ronda poco más del 80%, a excepción del 2018 donde 
refería al 70,1% de las causas. A la inversa, las causas por delitos contra las personas salvo en el año 2018 
que representó el 12,7%, en los años siguientes nunca superó el 2.9% y refería al 1,5% en el 2023. Las 
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causas que muestran un incremento porcentual -aun con oscilaciones- son los delitos contra la integridad 
sexual que pasaron de representar el 4,5% en 2018 al 6,2% en 2023. Como se mencionó, llama la atención 
que en el desglose de edades de los NNyA partícipes en esas causas, el 33,3% de ellos tienen entre 4 y 12 
años (42 niñas/os). [estas causas tienen incidencia en el incremento de no punibles en intervenciones de 
la Justicia Nacional de Menores].  

Gráfico 20: Evolución de la proporción de causas iniciadas a NNyA en la Justicia Nacional de Menores 
(en CABA) por principales tipos de delito (en %). Años 2018-2023 

 

Fuente: Informes BGD. Justicia Nacional de Menores 

Nota1: no se considera el año 2019 ya que no coincide la desagregación brindada por la fuente respecto al resto de los años. 
Nota2: se consideraron los delitos con mayor proporción. 

 

Respecto de los delitos más graves como el de homicidio consumado, la BGD en sus informes presenta el 
detalle a partir del año 2020.  La tendencia no es lineal. Si tenemos en cuenta que el año 2020 fue de 
pandemia, lo que puede observarse es un descenso importante de 2021 a 2022 en la cantidad de 
homicidios consumados y tentados. En 2023 se verifica un leve aumento.  
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Gráfico 21: Evolución de homicidios consumados y en grado de tentativa. Justicia Nacional de 

Menores. (en CABA). Años 2020 a 2023. 

 
Fuente: Elaboración propia en base a Informes BGD. Justicia Nacional de Menores. 

Nota: Para calcular los homicidios en grado de tentativa en el año 2021 al total de causas por homicidios se restó el dato 
publicado de los homicidios consumados.  

Justicia de la Ciudad  

El Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires brinda información sobre las causas, y los 
delitos que fueron transferidos a la órbita del poder judicial local. No especifica cantidad de niños y niñas 
involucrados en esas causas. En 2023 hubo 282 causas penales y 425 delitos. El 33% de los presuntos 
delitos son contra las personas, seguidos por delitos contra la libertad (21%), contra la propiedad (8,5%) 
y contra la Administración Pública (8,2%). 

En cuanto a las aprehensiones, la CABA cuenta con un único CAD, donde son trasladados todos los niños/a 

o adolescentes aprehendidos por las fuerzas de seguridad. En el año 202217, ingresaron al CAD 1.371 

NNyA. Para los cinco años que se presentan en el gráfico siguiente, se observa una baja en los años de 

pandemia, para luego retornar a valores similares a la pre-pandemia. 

Gráfico 22: Cantidad de NNyA que ingresaron al CAD. Años 2018-2022 

 

Fuente: CDNNyA 

 

                                                             

17 En el año 2022 hubo 2.685 ingresos al CAD, 2.645 ingresos corresponden a NNyA y el resto a jóvenes de 18 años o más. Los 
2.645 ingresos al CAD corresponden a 1.371 NNyA. Esto significa que hay NNyA que ingresaron más de una vez en el año.   
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Aprehensiones, reiterancia y déficit de políticas con no punibles  

Los informes del CDNNyA no desagregan la cantidad de NNyA con ingresos al CAD por franja etaria, sólo 

lo hacen con los ingresos totales que siempre son más porque hay chicos con más de un ingreso en el año. 

En el año 2022 el 46% de la contabilidad de los ingresos totales al CAD fue de NNyA no punibles, número 

y porcentaje que viene en ascenso en los últimos años (en el 2018 era el 36%). Faltan datos para dilucidar 

el motivo de este incremento de las aprehensiones en esta franja etaria (y no en las otras) por lo que un 

factor de incidencia directa a considerar son las acciones desarrolladas por la policía de la ciudad con los 

más pequeños, a la vez que puede indicar un déficit en las políticas de seguimiento y acompañamiento de 

los menores de 16 años que hayan tenido un episodio de conflicto con la ley penal. Y en este último punto, 

se vuelve relevante la oferta de políticas de la propia jurisdicción como también la de los 24 municipios 

del conurbano y una estrategia de coordinación y articulación en dichas intervenciones de los equipos 

territoriales. 18 

 

Las medidas penales en la Ciudad de Buenos Aires se aplican a adolescentes a partir de los 16 años. Se 

cumplen en tres tipos de dispositivos penales según el grado de restricción de libertad:  

- Dispositivo de medida penal en territorio. El PAIAS (Programa de Acompañamiento e Inclusión en el 

Ámbito Sociocomunitario).  

-Establecimientos de restricción de la libertad:  las Residencias Socioeducativas “Almafuerte”, “Simón 

Rodríguez” y “Juana Azurduy”. 

-Dispositivos de privación de la libertad: “San Martín”, “Manuel Belgrano” y “Manuel Rocca”. 

Cumpliendo medidas penales iniciadas en el año 2022 se encuentran 87 adolescentes en el PAIAS, 51 en 

residencias y 97 adolescentes en centros cerrados de privación de libertad.  

Gráfico 23: Cantidad de adolescentes y jóvenes cumpliendo medidas penales y cumpliendo medidas 

penales iniciadas en el año por tipo de dispositivo penal. Año 202219 

                                                             

18 Según informa el CDNNyA de CABA: “La mayoría de los egresos, tanto de NNyA no punibles como punibles, fue con el grupo 
familiar. En algunos casos, el egreso familiar supone un seguimiento en territorio, para lo cual interviene el Programa de 
Acompañamiento e Inclusión en el Ámbito Sociocomunitario (PAIAS) cuando la o el adolescente tiene 16 años o más y hay una 
medida penal dispuesta por el juzgado. Cuando no hay medida penal, pero el equipo interviniente lo considera oportuno, se 
deriva al Programa Derechos y Alianzas Territoriales (DyAT). Ambos son dispositivos territoriales del CDNNyA”. Anuario 
estadístico 2022 CDNNyA pág 39.  
19  Nota de la fuente: “Cada NNyA se cuenta una vez por tipo de dispositivo, pero pudiendo ingresar en más de un tipo de 
dispositivo en el año, por lo cual no corresponde realizar la sumatoria de los tipos de dispositivos ni obtener un total”. Anuario 
estadístico 2022 CDNNyA pág 36. 
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Fuente: CDNNyA 

Nota de la fuente: Cada adolescente se toma una sola vez por tipo de medida, pero pudo haber tenido más de una medida en el 

año. No es posible realizar la suma simple.  Si el adolescente tuvo más de un ingreso en el año se toma el ingreso más actual.  

Durante el año 2022, se iniciaron 241 medidas penales. El 42,3% fueron medidas de privación de libertad, 
el 21,6% medidas de restricción de la libertad y el 36,1 % medidas territoriales. 

Entre las medidas iniciadas en 2022 (241) y las que se venían trabajando en total en el año (90) se trabajó 
con 331 medidas penales. Así, en el total de medidas penales trabajadas en 2022, el porcentaje de 
medidas de privación de libertad alcanza el 48,9% del total, pasando a ocupar el 1er lugar.  

Durante el año 2022, 151 adolescentes estuvieron en establecimientos de privación de libertad, 56 

adolescentes en establecimientos de restricción de libertad y 109 adolescentes cumplieron medidas 

territoriales. La mayoría ingresó en el año 2022 y otros en años anteriores.  

Respecto a la duración de las medidas penales, el 46,1% de las medidas de privación de libertad duraron 

más de 180 días. 

5.3. Provincia de Córdoba 
La evolución de las causas del Fuero Penal Juvenil de la provincia de Córdoba muestra una tendencia 

descendente con alguna oscilación para el período de los 9 años analizados20. En el año 2014 se registra 

el “pico” con 3.942 causas iniciadas y a partir de allí un descenso marcado en el 2015, un incremento en 

el 2016, una tendencia a la baja con los menores valores en la pandemia (2020 y 2021) y luego un repunte 

que no alcanza los registros pre-pandemia (1.788 causas en el 2022, último año disponible). 

                                                             

20  El Tribunal Superior de Justicia de la provincia, a través del Centro de Estudios y Proyectos Judiciales (CEPJ) 
centraliza la producción de la información procedente de registros administrativos. Recientemente el CEPJ –a partir 
de la implementación de la reforma de la ley provincial que entró en vigencia en septiembre de 2021- realizó tres 
informes específicos sobre la población Penal Juvenil a partir de los cuales es posible caracterizar a la población de 
adolescentes y sus causas, aunque sólo con información disponible a partir del mencionado año. 
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Gráfico 24: Evolución de la cantidad de causas del fuero penal juvenil. Provincia de Córdoba. Años 

2014 a 2022 

 

Fuente: Poder Judicial de la Provincia de Córdoba 

Sólo para los años 2021 y 2022 existen datos de los adolescentes asociados a los procesos penales. En 

2021 para las 1.307 causas iniciadas, había 1.425 adolescentes asociados a estas; mientras que en el año 

2022 hubo 1.811 adolescentes con las 1.788 causas iniciadas (los informes publicados refieren que el 55% 

de los adolescentes eran menores de 16 años, el 72% no tenía antecedentes penales; agreda que el 11% 

de las causas tuvieron participación de un adulto). 

El peso de las causas de adolescentes con relación al total de las causas penales muestra también una 

tendencia decreciente; tiene un pico en el año 2014 de 6,94% con oscilaciones en los siguientes años y 

decreciente desde el 2016, alcanzando en el último año disponible un valor de 3,98%. 

Gráfico 25: Peso de las causas de adolescentes del fuero Penal juvenil sobre el total de causas del 

Fuero Penal. Provincia de Córdoba. Años 2014 a 2022(1) 

 

Nota: los últimos años (2021 y 2022) se calcularon con información aportada por BGD-CSJN y el Ministerio de Justicia de la Nación.  

Fuente: Poder Judicial de la Provincia de Córdoba 
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Entre los principales tipos de delitos se destaca el delito contra la propiedad con un 52%, con un leve 

aumento en relación al primer semestre del año anterior (46%), le sigue el delito contra las personas 14%. 

Gráfico 26: Proporción de delitos según tipo. Provincia de Córdoba. Año 2022. 

 

Fuente: Poder Judicial de la Provincia de Córdoba 

La reiterancia delictiva en 2022 fue del 22% para los menores de 16 años y de 37% en adolescentes de 16 

y 17 años. La participación conjunta con un adulto en el delito en 2022 fue del 9% en adolescentes 

menores de 16 años y del 16% en los adolescentes punibles. El 51% de los adolescentes declaró consumir 

sustancias psicoactivas, pero solo el 23% lo consideró consumo problemático. 

Considerando solo a los adolescentes con causas iniciadas en el año 2022 se dictaron 189 privaciones de 

la libertad; el 47% inferiores a un mes. Considerando las medidas no privativas de la libertad, se 

contabilizaron 305 adolescentes con medida de coerción de supervisión en territorio, el registro más alto 

fueron las guardas con 675 medidas.  
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Gráfico 27: Cantidad de adolescentes con causas iniciadas según tipo de medida dictada. Provincia de 

Córdoba. Año 2022 

 

Nota: la fuente contabiliza sólo las medidas asociadas a las causas del año. 

Fuente: Poder Judicial de la Provincia de Córdoba 

La justicia restaurativa en el fuero penal juvenil de Córdoba 

En agosto del 2023 el Tribunal Superior de Justicia de Córdoba (TSJ) presentó el Protocolo de Justicia 

Restaurativa para el Fuero Penal Juvenil aprobado por Acuerdo Reglamentario. En su etapa piloto el 

Programa se implementa en la ciudad de Córdoba y propone la actuación conjunta de equipos capacitados 

del Poder Judicial, la Municipalidad de Córdoba y la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia (SENAF-

Córdoba), quienes diseñarán las estrategias restaurativas con los adolescentes involucrados en causas 

penales juveniles. 

En términos generales se trata de una iniciativa interesante que reorienta la intervención punitiva 

(centrada en la sanción) hacia una acción de restauración que trabaja más sobre la responsabilización del 

adolescente.  

Sin embargo, en este caso, hay cuestiones en dicha reglamentación que habilitan al juez penal a 

intervenciones con adolescentes no punibles, lo que va en contra de los estándares internacionales y de 

la observación número 24 del Comité de Derechos del Niño. Las intervenciones de adolescentes no 

punibles que hayan tenido un episodio de infracción a la ley penal deben quedar a cargo de las áreas de 

niñez y adolescencia, con equipos especializados (en el último apartado de este informe se profundiza al 

respecto). 

 

5.4. Provincia de Santa Fe 
El poder judicial de la provincia de Santa Fe en sus informes estadísticos presenta información sobre 

causas ingresadas en el fuero penal de menores. Dos aclaraciones: por un lado, estas intervenciones 
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incluyen las faltas contravencionales y medidas tutelares21, y a su vez, no registra la cantidad de niñas, 

niños y adolescentes implicados en las intervenciones, ni sus edades.  

En la serie larga puede observarse una tendencia a la baja: hay un marcado descenso considerando las 

14.313 causas del año 2004 respecto al año 2013 donde hubo 8.659 causas, a partir de ahí se estabiliza y 

muestra un descenso paulatino a partir del 2018 hasta el 2022, con un leve incremento pos-pandemia 

donde se registraron 6.653 causas en el 2023. 

Gráfico 28: Evolución de la cantidad de causas ingresadas en el Fuero Penal de Menores. Provincia de 

Santa Fe. Años 2004 y 2013-2023. 

 

Nota: el poder judicial publica datos salteados inicialmente y sólo periódicos a partir del año 2013 

Fuente: Poder judicial de la provincia de Santa Fe 

 

En un contexto de incremento de la criminalidad de la población adulta en la provincia, disminuyó la 

incidencia de las causas del fuero penal de menores sobre el total de causas penales. Entre el año 

2004 y el 2013 se verifica una baja del 5,9% al 3,4%, a partir de ese año muestra un leve incremento 

hasta el año 2016 con el 3,7% y a partir de allí desciende y alcanza el 2,1% en los años 2022 y 2023.  

                                                             

21 En el año 2023 las faltas contravencionales fueron el 2,7% del total de causas de este fuero y las medidas 
tutelares el 2,2%. 
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Evolución de la incidencia de las causas de NNyA en el fuero penal de menores sobre el total de causas 

del Fuero Penal. Provincia de Santa Fe. Años 2004 y 2013 a 2023. 

 

Nota: el poder judicial publica datos salteados inicialmente y sólo periódicos a partir del año 2013 

Elaboración propia en base a datos del Poder judicial de la provincia de Santa Fe 

En cuanto a los homicidios, la provincia de Santa Fe presenta registros más elevados en relación a su 
población y en términos relativos al resto de las provincias. Los datos de los últimos 7 años muestran los 
valores máximos en los años 2017 y 2018 para homicidio doloso tentado (99 causas) y homicidio doloso 
consumado (93 causas) respectivamente. Luego se observan registros bastante inferiores para todos los 
años, a excepción del 2022 donde hubo un incremento y se reportaron 85 causas por homicidios dolosos 
consumados; en el 2023 fueron 61 causas asociadas a este delito. 

Evolución de la cantidad de causas iniciadas por homicidio doloso consumado y tentado en el FRPJ. 
Provincia de Santa Fe. Años 2017 a 2023 

 

Fuente: Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe 
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En cuanto al tipo de delito, en esta secuencia de años, se observa un descenso en el delito contra la 
propiedad, aun cuando siempre es el de mayor ocurrencia (entre el 49,9 y el 36,8%). En contraste, dos 
tipos de delitos muestran incrementos: los delitos contra la integridad sexual (de un 3,3 en el 2017 al 9,4% 
del 2022 y 8,1% en el 2023) y las causas iniciadas por averiguación de un hecho (pasaron del 3,1% en el 
2017 al 8,7% en el 2023). 

Gráfico 29: Evolución porcentual de las principales causas del fuero Penal de menores por tipo de 
delito. Provincia de Santa Fe.  Años 2017 a 2023. 

 

Nota1: En 2020 la categoría otros es más alta que otros años ya que por ser año de pandemia hay aumento del registro de 

delitos contra la salud pública y contra el orden público. La mitad de la categoría “otros” corresponde a esos delitos.  

Nota 2: Para el cálculo del porcentaje de excluyeron causas que no constituían delitos como las medidas tutelares, la infracción 

al código de faltas, exhortos, oficios judiciales, etc. 

Fuente: elaboración propia en base a Poder Judicial Provincia de Santa Fe 
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Gráfico 30: Evolución de las principales causas del fuero Penal de menores por tipo de delito. Años 
2017 a 2023. 

 

Fuente: Poder judicial de la provincia de Santa Fe 
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6. Referencias adicionales para el debate sobre la edad de 

responsabilidad penal 
Como cierre de este reporte incorporamos tres referencias para este debate en torno a las políticas con 

adolescentes y la responsabilidad penal: la primera incorpora el contexto regional respecto a la edad de 

punibilidad y las tasas de homicidio en cada país; la segunda propone un cruce entre la principal política 

dirigida a la adolescencia en Argentina, la escuela secundaria obligatoria y los (presuntos) delitos en esa 

franja etaria; como cierre ineludible se plantean de manera sintética algunos lineamientos básicos para el 

trabajo con adolescentes menores de 16 años que tuvieron algún episodio de infracción a la ley penal.  

6.1. ¿Hay relación entre la edad de responsabilidad penal y los delitos 
más violentos? 
Los datos recopilados por UNICEF (ver cuadro) permiten un comparativo según las edades de 

responsabilidad penal y las tasas de homicidio en los países de América Latina. Si bien, como ya fue 

mencionado, para el análisis de un problema complejo, la relación entre dos variables nunca es lineal ni 

directa, permiten poner en duda la efectividad de las políticas punitivistas que hacen foco en la baja de 

edad de responsabilidad penal. En tal sentido, resulta útil repensar ciertos argumentos simplificadores y 

falaces que se presentan en el debate público, como respuesta a la demanda social de mayor seguridad. 

El gráfico posterior incorpora un análisis donde se evidencia una relación inversa entre ambas variables, 

contraria a lo esgrimido por las posiciones punitivistas: las edades más bajas de responsabilidad penal 

tienden a coincidir con aquellos países que presentan las tasas más altas de homicidios. 

Cuadro 2: Tasa de homicidio y edad mínima de responsabilidad penal en la región. 

País 
Edad mín. de 

responsabilidad 
penal  

Tasa de 
homicidios cada 

100.000 hab. 
Año 

Cuba 16 4,1 2020 

Argentina 16 4,2 2022 

Bolivia 14 4,0 2022 

Perú 14 4,3 2021 

Paraguay 14 6,3 2022 

Chile 14 6,7 2022 

Colombia 14 25,9 2023 

Nicaragua 13 5,8 2022 

Uruguay 13 10,8 2022 

República Dominicana 13 13,0 2022 

Guatemala 13 16,5 2023 

El Salvador 12 7,8 2022 

Panamá 12 11,4 2022 

Costa Rica 12 17,2 2023 

México 12 22,6 2023 

Brasil 12 23,1 2023 

Venezuela 12 26,8 2023 

Honduras 12 31,1 2023 

Ecuador 12 45,1 2023 
Fuente: Unicef con datos del homicide monitor del Igarapé Institute 



 

41 

 

 

Gráfico 31: Relación entre Tasa de homicidio y edad mínima de responsabilidad penal en la región 

 

Fuente: Unicef con datos del homicide monitor del Igarapé Institute 

6. 2. Educación y políticas para adolescentes 
La educación secundaria es obligatoria desde el año 2006 y constituye la principal política de estado, de 

carácter universal, para la adolescencia. A nivel nacional y en las cuatro jurisdicciones analizadas, se 

observa –en los últimos años- un incremento de la tasa de asistencia al secundario. En paralelo a este 

aumento de los años de escolarización, también puede observarse -en las 4 jurisdicciones analizadas- un 

descenso de los delitos cometidos por los adolescentes. Si bien, en un problema complejo como este, 

nunca las relaciones entre variables son directas, sí resulta un indicativo de los efectos que genera la 

inclusión educativa en el secundario y de la necesidad de ampliar y consolidar las políticas sociales, 

deportivas y culturales de alcance territorial complementarias a la educación formal, así como sus nexos 

con la inserción laboral de las/os adolescentes.  
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Evolución de la tasa neta de escolarización del nivel secundario. Educación común, especial y 

de jóvenes y adultos. Años 1980-202222 

 

Fuente: elaboración propia en base a Tasas de escolarización 2011 – 2022 –Ministerio de Educación de la Nación 

Tasa de escolarización secundaria y tasa de litigiosidad en adolescentes23: 4 jurisdicciones 

 

Tasa de litigiosidad en adolescentes: elaboración propia en base a datos del Ministerio Público Fiscal de la provincia de Buenos 

Aires; proyecciones de población 2010-2040 del INDEC; y Estadísticas Vitales del M. de Salud de la Nación. 

                                                             

22Para los añ os 1980, 1991 y 2001 se coñsidero  la tasa calculada por el Miñisterio de Educacio ñ eñ fuñcio ñ del 
Ceñso Nacioñal de Población y Viviendas – INDEC de cada añ o, y coñsidera a la población de 13 a 17 años -edad 
teórica correspondiente a este nivel- que asiste al nivel secundario. Para el 2011 y añ os posteriores, la tasa ñeta 
de escolarizacio ñ del ñivel secuñdario coñsidera la estructura educativa de cada proviñcia: estudiañtes 
matriculados de 12 a 17 añ os de edad para uña secuñdaria de 6 añ os, o de 13 a 17 añ os para secuñdaria de 5 
añ os, eñ el Nivel Secuñdario de la Educacio ñ Comu ñ, Especial y de Jo veñes y Adultos, sobre la poblacio ñ de ese 
mismo grupo etario. 

23 Tasas de litigiosidad en adolescentes: Total de causas penales juveniles / total de población de 13 a 17 años de 
cada jurisdicción * 100 
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Tasa de litigiosidad en adolescentes: elaboración propia en base a datos de la Base General de Datos de la CSJN; proyecciones 
de población 2010-2040 del INDEC; y Estadísticas Vitales del M. de Salud de la Nación. 
 

 

Tasa de litigiosidad en adolescentes: elaboración propia en base a datos del Centro de Estudios y Proyectos Judiciales del Poder 
Judicial de la provincia de Córdoba; proyecciones de población 2010-2040 del INDEC; y Estadísticas Vitales del M. de Salud de la 
Nación. 
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Tasa de litigiosidad en adolescentes: elaboración propia en base a datos del Poder Judicial de la provincia de Santa 

Fe; proyecciones de población 2010-2040 del INDEC; y Estadísticas Vitales del M. de Salud de la Nación. 

6.3. Intervenciones con adolescentes menores de 16 años con 
episodios de infracción a la ley penal 
La no punibilidad implica una restricción para una intervención desde el aparato penal del Estado, pero 

esto no significa que no exista (ni deba generarse) una intervención estatal respecto a ese/a adolescente 

cuando exista una (presunta) infracción a la ley. Muy por el contrario, los organismos de protección, 

particularmente en el nivel local, ante esas situaciones definen estrategias de intervención y seguimiento 

adecuadas a cada adolescente y su entorno familiar y comunitario. En algunos casos, en función de la 

cantidad de estas situaciones y su frecuencia (por ejemplo, en varios municipios del conurbano 

bonaerense 24 ) los organismos de protección conformaron equipos especializados y definieron 

lineamientos programáticos para el abordaje y seguimiento de estos adolescentes menores de 16 años 

involucrados en alguna infracción a la ley penal. Estas experiencias (algunas aun incipientes) resultan 

valiosas como referencias y aprendizajes respecto a los modos de abordaje de situaciones complejas que 

requieren (en instancias individuales y en espacios de grupos de pares): seguimiento personalizado, un 

trabajo sobre la responsabilización, la convivencia, la resolución de conflictos, así como la continuidad del 

proyecto educativo, vocacional y de inserción laboral de los adolescentes. 

 

 

 

 

 

  

                                                             

24 Avellaneda, Ensenada, La Matanza, Morón, San Martín y Tres de Febrero. 
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Anexo I. Síntesis procedimientos penales provinciales

Provincia Nº Ley y año
Procesabilidad (aclarar si es en función del tipo de delito)

Modalidad de la procesabilidad Habilita privación de libertad 

Buenos Aires  
Nº13634/ 2007 

(Nº13772/ 2007)
Sí, para todos los casos

- Investigación del hecho y participación del NNyA obligatoria
- Dispone sobreseimiento (Art. 63). 

Sí
 - Medida de Seguridad (faculta al juez/a penal a adoptar medidas de protección solicitando 

intervención del sistema de protección - art. 64)
CABA Nº2451/ 2007 Prohibe persecución penal a no punibles (Art. 12) - No

Catamarca Nº5544/ 2018 Sí, para todos los casos
- Esclarecimiento del hecho e idividulización de su autor. 

- Declaración de inimputabilidad y extinción de la acción (Art. 7 y 54)

No
- Deriva al sistema en protección (Art. 7 y 54).

- Prohibe la a utilización de medidas de protección de derechos, como modalidades de 
privación de la libertad (Art. 55) 

Chaco 2951-N/ 2019 Sí, para todos los casos

Fija aplicación para NNyA entre 14 y 18 (modifica ley fondo) 
- Obigatoria para 14 y 15 sólo por delitos contra la vida, la integridad sexual, lesiones 

gravísimas, y/o cometidos con arma (Art. 35)
- Voluntaria para no punibles para todos los casos a excepcion de las imputaciones por 

delitos mencionados ut supra (Art. 36). 
- Mismo trato que a punibles+ comprobación del hecho y participación del NNyA + remisión 

al órgano administrativo (Art. 37) 

No
 -  Deriva órgano administrativo para adopción de medidas de protección pero el control lo 

mantiene el juez penal (debe notificar al juez penal -art. 6) 

Chubut
Ley III N° 21 
(Antes 4347)

Sí, para todos los casos

- Comprobación del hecho y participación
- El Procurador Fiscal determinará el grado de participación y colectará a tales fines la 

prueba que considere pertinente y los informes de evaluación del Equipo Técnico 
Interdisciplinario (Art. 184)

- Igual trato que para los Punibles. 

Sí.
- Establece que el MPF y equipo interdisciplinario se expide sobre la necesidad de aplicar 

medida de protección (Art. 184 y 188), la adopta el juez penal. 

N° 9.944 
(modificada x N° 

10.637)
Sí, para todos los casos - Investigación y participacion de forma análoga a las previstas en el 22.278 (Art. 92 y ss) 

Sí.
 -Medidas "tutelares y "de resguardo o coerción" (Art. 92, a 94 bis).

 Establece plazo máximo de 6 meses prorrogable por mismo plazo (Art. 94 bis) 
-Facultades tutelares. Ell Juez solicita periódicamente un informe sobre la situación integral 

de la niña, niño o adolescente al órgano de ejecución y por el lapso que fuere necesario 
hasta que los factores originarios de la situación atendida se reputaren superados.(Art. 96 

ultm. parr) 
-Otorga posibilidad de oposición al juez (Art. 95 2do parr) 

Acordad STJ- 
Nº1703/2021. 

Régimen 
transición para 

implementación 
de la reforma. 

Sí, para todos los casos - Continuidad de la investigación sin limite de edad. 

Sí.
- Intervención del justicia juvenil a partir de los 10 años dotando de facultades al juzgado 

penal para la adopción de “medidas judiciales de resguardo” de los mismos (Punto B- 
Anexo II)

Ley N° 6077

CPPP No/No
Si 

-Medidas tutelares- Redacción análoga a la 22.278 (facultades de disposicion- art. 441)

Entre Ríos Nº10450/ 2016 Si, para todos los casos

Fija aplicación para NNyA entre 14 y 18 (modifica ley fondo) 
- Obigatoria para 14 y 15 sólo por delitos contra la vida, la integridad sexual, lesiones graves 

y gravisimas, y/o cometidos con arma art 77 y 109
- Voluntaria para menores de 14 (Art. 108 y 110) para menores de 16 cuando no sea los 

delitos mencionados ut supra. 
- Mismo trato que a punibles+ comprobación del hecho y participación del NNyA (Art. 111)

- Si. Dispone apliacacion de las mismas reaglas que para los punibles. Solo prohibe la 
adopción de medidas de coerción procesal.

- Remite copia de la sentencia al órgano administrativo (Art, 111)

CPPP  - Como medida tutelar. 
Nº 521/2018 

Jujuy 
Nº6357/2023 Sí, para todos los casos

- Comprobación del delito (Art.5) Sujeto imputable ( Art.33)
- Intervención del juez con control de RPJ y la SENAF (Decreto 2532-DH-2016) 

No

La Pampa Nº3353/2021 Sí, para todos los casos

- Comprobación del hecho, calificación legal y la participación del NNyA (Art. 66y 69). 
- Comunicación al organismo de protección (Art. 66)

- El NP puede requerir medidas de prueba para su desincriminación (art 68).
-Sobreseimiento y desjudicializacion pos comprobación (Art. 69)

- NP no puede ser obligado a participar de acto probatorio alguno (Art. 71)

No
- Prohibe aplicación de medidad previstas para Punibles a los NP (Art. 70

La Rioja Nº7863/2005 Sí, para todos los casos - Investigación sumaria del hecho (Art. 74)

Sí
- Habilita juez penal tomar medidas de protección (resolverá previo informe social y 

psicológico, reslolverá lo que resulte adecuado a la contención y corrección del infractor- 
Art. 75)

Nº6354/1995 No indica No indica

Sí
- Medidas de protección (Art. 114. inc e, 180 a 195)

- Tratamiento tutelar (Art. 179)
- Control de las medidas a cargo del juez penal (Art. 167)

Córdoba 

Corrientes 

Solo refiere de manera enunciativa a las garantías del proceso penal (Art. 25- unica referencia)

Formosa - Por disposicion de la ley de proteccion se aplican las pautas del codigo penal de adultos + principios y garatías generales de caracter enunciativo (Art. 67- 68, 69)
Igual a la  22.278 (art. 49 2do parr)

Mendoza 



Anexo I. Síntesis procedimientos penales provinciales

Provincia Nº Ley y año
Procesabilidad (aclarar si es en función del tipo de delito)

Modalidad de la procesabilidad Habilita privación de libertad 

Nº21617/2008

Misiones Ley II N° 16 Sí, para todos los casos
- Investigación/ existencia del hecho, calificación legal e intervención de NNyA.

- Mismo trato que punibles. 
No 

Neuquén Nº2302/2000 Sí, para todos los casos

- Investigación de los hechos, grado de participación. Colectará la prueba que considere 
pertinente y los informes de evaluación del equipo técnico interdisciplinario (Art. 93)

- Concluirá la causa penal con comunicacion al Defensor de los Derechos de NNyA que 
continuará intervención para solicitar medidas de protección (Art. 94)

No habilita privacion de la libertad y Derivación al Defensor que continua intervención para 
solicitar medida (Art. 95)

Rio Negro
Ley de 

protección 
Nº4109 - CPP

- Como medida tutelar (Art. 388 CPPP)

Salta
Nº8097/2018 

Nº8389/23
Sí

- Comprobación/ existencia del hecho, su participación.
- Oportunamente solicitará al juez o la jueza penal juvenil el sobreseimiento.

Sí (replica fórmula de la 22.278)
-  Medidas de seguridad del juez penal  - con informe previo de dos psiquiatras que 

determine peligroso para si o para 3ro.  (Art. 8 Ley 8389)
- Medidas de protección de juez penal (Art. 12) 

San Juan CPPP
Sí

(Establece mismo trato que para punibles; art. 486)

- Comprobacion del hecho
- Participación del NNyA

- Reunir las pruebas que estime necesario.
- Recabar informes técnicos

- Declarar la inimputabilidad (Art. 486)

- Medida socio educativas - igual que para punibles (Art.487)
- Medidas no privativas de libertad (Entrega del niño o adolescente a sus padres, tutores o 
guardadores, bajo periódica supervisión; tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico; 

inclusión del niño y su familia en programas de asistencia comunitarios; inclusión o 
derivación a tratamientos por adicciones en instituciones oficiales o privadas; adquisición 

de oficio, profesión o arte adecuado a su capacidad; realización de tarea útil laboral; 
Realizar trabajos remunerados o no a favor de instituciones de la comunidad;  servicios a la 

comunidad.)
- Alojamiento en entidades públicas o privadas de contención de niños.

- Medidas de guardas provisorias en la familia, familia ampliada o en familias de la 
comunidad.

- Libertad asistida; libertad vigilada.
- Régimen de semilibertad.

-  Alojamiento en un establecimiento especializado para niños y adolescentes.

San Luis CPP Sí, para todos los casos (art. 246) - Comprobación del hecho y participacion del NNyA (art 246)

Sí
- Medida de seguridad con remisión de antecedentes a la Justicia Civil (Art. 254)

- En caso de archivo o sobreseimiento o vulneracion de derechos requerira intervencion al 
organimos administrativo competente. 

Santa Cruz Nº2424/1997 Sí, para todos los casos (art. 393) - Dispone la aplicacion del CPPP con las disposiciones del art 393
Sí  

- Medidas tutelares (art 395)

N° 11.452

Sí
- Mediación (art. 60 y ss)

- Llamado de atención y/o advertencia; realización de un trabajo comunitario, en una 
institución u organismo oficial o privado; realización de un tratamiento médico o 

psicológico, individual o como terapia familiar; libertad vigilada; toda otra medida que 
beneficie al menor (Art. 98)

- Matiene valoración del tratamiento tutelar (art. 100)

 Será aplicable en las causas de menores considerados no punibles por la legislación de 
fondo, cuando concurran las siguientes condiciones: 1)      Que exista certeza y/o 

reconocimiento de la participación del menor enel hecho; 2)      Que medie consentimiento 
expreso del menor y de sus representantes legales; 3)      Que la víctima sea persona física 

identificable. (Art. 61)

Archivo o remisión de la causa para mediación.- Si no hubiere razones tutelares de 
intervención se ordenará el archivo de las actuaciones o se remitirá la causa para Mediación 
al funcionario designado a tal fin, rigiendo lo dispuesto en la Sub Sección Segunda de este 

Capítulo. La medida se notificará al Asesor de Menores. (Art. 58 y 59)

Nº14228/2023

Sí
- Delitos graves o perpetrados con violencia o uso de arma de fuego 

- Resto de los delitos da intervencion al organismo de aplicacion de la ley 12967.
(art 52 y 53)

- Comprobación/ existencia del hecho, su participación.
- Oportunamente solicitará al juez o la jueza penal juvenil el sobreseimiento. En caso de que 
el sobreseimiento sea por la edad permite que el adolescente se oponga a la causal o pedir 

su absolución (art 54)

- El órgano administrativo es el que deberá efectuar abordajes particulares sobre el 
entendimiento y la responsabilización (Art. 55) 

No

Santiago del 
Estero 

Nº7349/2022 Sí, para todos los casos

- Investigación del hecho y participación del NNyA 
- Dispone el sobreseimiento (art 34) 

- Puede solicitar, con asistencia de un defensor técnico especializado,que se determine la 
veracidad respecto de su participación y grado de responsabilidad sin perjuicio de su no 

punibilidad (Art. 35)

No habilita privación de la libertad y prohibe adopcion de medidas de protección (art. 36)

Tierra del Fuego Nº168/1994

Sí
- La detención de un menor sólo procederá cuando hubiera motivos para presumir que no 

cumplirá la orden de citación, o intentará destruir los rastros del hecho, o se pondrá de 
acuerdo con sus cómplices, o inducirá a falsas declaraciones
- Medidas tutelares. Redacción similar a la 22.278 (art 380) 

Ley 4109 dispone aplicación de CPPP + enunciación de principios generales. (61 y ss)
- Sin modificaciones en términos de procesabilidad

Santa Fe

- Se aplican pautas análogas a la 22278
- Ley de protección Nº 521 Menciona garantías procesales penales (Art. 32) y establece aplicación del CPPP hasta tanto se sancione ley procesal específica (Art. 69)



Anexo I. Síntesis procedimientos penales provinciales

Provincia Nº Ley y año
Procesabilidad (aclarar si es en función del tipo de delito)

Modalidad de la procesabilidad Habilita privación de libertad 

Tucumán Nº8933 /2016 Sí, para todos los casos (art. 396)
- Investigación del hecho y participación del NNyA aunque sea no punible, tiene derecho a 

ser oídas y aportar pruebas ( art . 395)

No 
- En caso de archivo, sobreseimiento y si se verificó situación que requiera intervención 

(medida socio educativa) se remitirá al sistema de protección (art. 396 3er párr.)
- Ley 7465 Programa de Libertad asistida tutelar



Anexo II. Síntesis procedimientos con no punibles

Provincia Nº Ley y año Fuero especializado
Fuero atracción 

RPJ
Sistema acusatorio

Enuncia Ppios y 
Gtas. 

Procesos y medidas alternativas Catálogo de penas Medidas cautelares

Buenos Aires  
Nº13634/ 2007 

(Nº13772/ 2007)
Sí Si (Art. 66 y 67) Sí Sí

-Enunciativamente como principio general. 
- Principio de oportunidad reglado.

-Medidas judiciales de integración social (aplicables luego de declarada su 
responsabilidad, o en los casos de inimputabilidad punibles) -Art. 68 a 85: 1) 
Orientación y apoyo familiar, 2) Obligación de reparar el daño, 3) Servicio a la 

comunidad, reglas de conducta.
- Libertad asistida

- Régimen semilibertad
- Privación de libertad. 

- Por riesgos procesales. 
-Prisión preventiva. 

180 ds prorrogables por una vez.  

CABA Nº2451/ 2007 Sí Si (Art. 6) Sí Sí

Si.
- Remisión y mediación (desarrolla procedencia, plazos y modalidad)

- Suspensión del proceso a prueba. 
- Principio oportunidad reglado

No
- Para evitar que eluda el juicio, no fuera posible otra medida y siempre que el delito 

prevea pena privación de libertad. 
-Prisión preventiva. Máximo 60 ds corridos.  

Catamarca Nº5544/ 2018

Parcialmente 

(Solo para la primera 
circunscripción)

Si (Art. 11) Sí Sí

Si (Art. 63)
- Suspensión de juicio a prueba  para delito con penas que no habiliten privación de 

libertad en centro especializado (Art. 66).
-  Mediación y conciliación (desarrolla procedencia, plazos y modalidad). Mediación 

limitada : Se excluye de su aplicación delitos contra menores de 13, abusos, violencia 
de género, incumplimiento de acuerdo anterior, haya hecho 2 acuerdos (Art. 83). 

Conciliación limitada : delitos que no prevean la aplicación de la privación de la 
libertad como sanción.

- Principio oportunidad reglado.
- Conciliación

Si  (Art. 57  a 59)
-Amonestación 

 Disculpas a la víctima
Reparación del daño

- Adopción de oficio o profesión
- Cuidad a cargo de la Flia

- Instrucciones de orientación
- asistencia a modalidades de tratamiento psicosocial o de salud.

- Libertad asistida
- Privación de libertad los fines de semana

- Privación de libertad domiciliaria
- Privación de libertad en centro especializado. 

Si
- Prisión preventiva. Por peligros procesales, cuando existan elementos de convicción 

suficientes para sostener la participación, después de recibida su declaración. 
Sometida a control periódico. Máximo 2 meses prorrogable.

Chaco 2951-N/ 2019 Sí

 No/ Juez del fuero 
sólo para 

determinar 
necesidad y monto 

de pena (Art. 8)

Sí Sí

Si 
- Remisión

- Mediación limitada. No procederá cuando se trate de infracciones tipificadas como 
delitos dolosos contra la vida, la integridad sexual, lesiones gravísimas y/o delitos 

cometidos con armas de fuego.

Sí
- Abstenerse de concurrir a determinados lugares o tomar contacto con 

determinadas personas.
- Comparecer periódicamente ante la autoridad judicial o administrativa que se 

disponga.
- De orientación y protección.

- De libertad vigilada. 
- Como último recurso, el alojamiento en un centro socioeducativo especializad

Si
- Prisión preventiva. Por peligros procesales, siempre que no se pueda aplicar otra 

medida menos gravosa, previo informe del equipo interdisciplinario. Máximo 3 
meses prorrogable. Revisión cada 30 ds. 

Chubut
Ley III N° 21 (Antes 

4347)
Para algunas 

circunscripciones
Sí

Parcialmente.
  Si el juez se opone 
hay una instancia 

de revisión del 
procurador 

general. (Art. 77, 
152 y 160)

Sí No

Sí
- Amonestación severa.

- Pedido formal de excusas al ofendido
-Multa adecuada a la capacidad económica del sancionado.

- Realización de un curso educativo o de capacitación laboral.
- Sometimiento a un tratamiento médico o psicoterapéutico, si el caso lo requiere y 

previo informe del Equipo Técnico Interdisciplinario;
- Adopción de un oficio o profesión o dar prueba de mejor rendimiento en los 

mismos, si los posee;
- Abstención de frecuentar determinados lugares o personas; y de consumir bebidas 

alcohólicas;
- Realizar el trabajo que se le ordene a través de la prestación de servicios a la 

comunidad de
acuerdo a su edad, desarrollo físico y capacidad;
- Inclusión en un Programa de Libertad Asistida;

-Régimen de semilibertad;
-Privación de libertad en un establecimiento para adolescentes.

-Si
- Obligación de concurrir periódicamente a la sede el Tribunal o autoridad que se 

disponga
- Abstención de frecuentar determinados lugares y personas;
- Abstención de ingesta de alcohol u otras sustancias tóxicas;

- Arresto domiciliario supervisado;
- Régimen de semilibertad;

- Prisión preventiva. Máximo 4 meses prorrogables. 

Córdoba 
N° 9.944 

(modificada x N° 
10.637)

Parcial (Art. 65 y 66). 
No establece MPD 
(suple funciones el 

Asesor- Art. 67) 

No/ Juez penal 
juvenil proceda al 

resguardo y 
vigilancia del NNyA 
(art. 85); y también 
para casos con no 
punibles (Art. 98)

Si. Al proceso (Art. 86 ter). Contempla mediación y remisión para no punibles (art 93) 
y a la privación (art. 91. bis - Plazo mínimo 3 meses máximo 6 prorrogable x 6 mas -

art. 91 quater)
No

Si 
- Medidas urgentes para proveer al resguardo de los derechos (30 ds- art. 90)

- Privación de libertad en términos de internación ( Su atención integral y excepcional 
en un  establecimiento cuyo régimen incluya medidas que impidan la externación 

por su sola voluntad una vez evaluada fehacientemente la ineficacia de las 
alternativas previstas precedentemente- Art. 90 inc. f)

Ley N° 6077
CPPP No no No No Aplican pautas para adultos

Entre Ríos Nº10450/ 2016 Sí

No/ Juez penal 
interviene para 

determinación de 
pena (Art. 82)

Sí Sí

Si (Art. 112 a 121)
- Remisión

- Mediación  limitada. No procederá cuando se trate de infracciones tipificadas como 
delitos dolosos contra la vida, la integridad sexual, lesiones gravísimas y/o delitos 
cometidos con armas de fuego. Previo dictamen del equipo interdisciplinario (Art. 

119) 

No

 Si
- Obligación de concurrir periódicamente a la sede el Tribunal o autoridad que se 

disponga
- Abstención de frecuentar determinados lugares y personas;

-  Arresto domiciliario 
- Privación libertad en centro especializado los fines de semana.

- Prisión preventiva. Por peligros procesales, siempre que no se pueda aplicar otra 
medida menos gravosa, previo informe del equipo interdisciplinario. Máximo 3 

meses prorrogable ( Art. 102)
CPPP Prisión preventiva. Se aplica norma de adultos (art. 378 CPP)

Nº 521/2018 . Ley 
Orgánica Poder 

Judicial 

Jujuy Nº6357/2023 Sí No Sí Sí

- Alternativas y aplicación de criterios de justicia restaurativa
- Remisión.

- La suspensión del proceso a prueba se regirá por las normas del Código Procesal 
Penal.

No
- Prisión preventiva. Máximo 90 días, prorrogable en los términos que prevé el 

Código Procesal Penal. 

Corrientes 
Solo refiere de manera enunciativa a las garantías del proceso penal (Art. 25- única referencia)

Formosa 

Sin especialidad. Código procesal penal (Art. 26, 291, 377 a 381, 477)

Contempla estructura análoga a la "justicia de menores". Existe una acordada de la Corte  Provincial (3129/2022). Establece separación del juzgamiento. El que interviene en instrucción no puede participar en debate.                



Anexo II. Síntesis procedimientos con no punibles

Provincia Nº Ley y año Fuero especializado
Fuero atracción 

RPJ
Sistema acusatorio

Enuncia Ppios y 
Gtas. 

Procesos y medidas alternativas Catálogo de penas Medidas cautelares

La Pampa Nº3353/2021 Sí Sí Sí Sí

-Programa de justicia restaurativa
- Remisión 

- Suspensión del juicio a prueba
-  Principio oportunidad reglado

Si. 
- Medidas socioeducativas: Tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico, previo 

informe de
especialistas que acrediten su necesidad; inclusión en programas de asistencia 

comunitarios.; inclusión o derivación a tratamientos por adicciones en instituciones 
oficiales o privadas conforme el procedimiento de la Ley de Salud Mental; 

adquisición de oficio, profesión o arte adecuado a sus capacidades y deseos; 
realización de tarea útil laboral; realizar trabajos a favor de Instituciones de la 

comunidad.
-Servicios a la Comunidad

-Libertad Asistida.
- Libertad Discontinua
- Privación de libertad 

Si 
- Medidas cautelares alternativas (plazo máximo 1 año) 

- Prisión preventiva . Por peligros procesales. 30 ds prorrogable hasta máximo 90 ds

La Rioja Nº7863/2005 Sí No No Sí

- Medidas de supervisión y monitoreo : mantener en su núcleo de socialización 
primaria o familiar, bajo asesoramiento, orientación o periódica supervisión; 

colocarlo bajo el cuidado de otra persona, incluirlo en programas de enseñanza u 
orientación profesional; asistir a cursos; adquirir determinado oficio, estudiar o dar 

prueba de un mejor rendimiento en estas actividades; someterse a tratamiento 
médico necesario; arraigo familiar; abstenerse de consumir bebidas alcohólicas, 

sustancias estupefacientes o de ingerir determinados elementos; omitir el trato con 
determinadas personas o que frecuenten ciertos lugares o locales donde se 

desarrollen actividades que pudieran colocar al niño en situación de riesgo; practicar 
deportes.(Art. 91 y ss.)

- Régimen de libertad asistida , encontrándose el niño o adolescente bajo guarda y al 
cuidado de sus padres, tutor, guardador o persona de confianza.

No (Realización de informes socio ambientales y estudios personales (Art. 69); 
Medidas tutelares (Art. 70)

Sí 
- Prisión preventiva. Por hecho ilícito reprimido con pena privativa de libertad cuyo 

mínimo no sea inferior a tres (3) años; cuando hubiere sido declarado rebelde en un 
proceso anterior, quebrantado el régimen de libertad asistida o abandonado el 

domicilio de sus padres o guardadores.

Mendoza 
Nº6354/1995

No

(Contempla en ley 
orgánica del poder 

judicial)

No 
(pero ordena 
aplicación del 
régimen penal 

juvenil)

Sí Sí
- Medidas de protección (análogas a las alternativas ) 

- Suspensión del juicio a prueba
- Principio de oportunidad 

Las medidas dispuestas por el juez en lo penal de menores y el tribunal en lo penal 
de menores, sean provisorias o aplicadas en cumplimiento del régimen penal de 

menores, deberán estar sometidas al control, seguimiento y evaluación por parte de 
la autoridad que la impuso.

- Medidas tutelares y de protección. (Las medidas dispuestas por el juez en lo penal 
de menores y el tribunal en lo penal de menores, sean provisorias o aplicadas en 
cumplimiento del régimen penal de menores, deberán estar sometidas al control, 

seguimiento y evaluación por parte de la autoridad que la impuso)

Misiones Ley II N° 16 Sí Sí

Parcialmente (Art. 
91 y 97). Juez 

puede someter 
decisión de 

sobreseimiento al 
fiscal general (art. 

105)

No No

Sí
- Medidas cautelar procedencia y duración: Por peligros procesales; máximo 3 meses 

prorrogables.
- Medidas alternativas a la prisión preventiva (Obligación de concurrir 

periódicamente a la sede el Tribunal o autoridad que se disponga; abstención de 
frecuentar determinados lugares)

-  Arresto domiciliario
- Régimen de semilibertad o libertad asistida: 

- Prisión preventiva

Neuquén Nº2302/2000
Para la primera 
circunscripción. Sí

Parcialmente (Art. 
59 y 64). Para caso 

de Archivo si el 
juez se opone se 

eleva al fiscal 
general (Art. 64)

- Suspensión del juicio a prueba (Art. 86) No

Si 
- Exista plena prueba del delito

y probabilidad de participación responsable en el delito. 
- Medida no privativa durante el proceso (Art. 71) 

- Prisión preventiva. Cuando el delito con un máximo de pena privativa de
libertad mayor de diez (10) años y por peligros procesales. 30 ds (art. 67)

Rio Negro
- Ley de protección 

Nº4109
- CPP

No
- Sólo enuncia como 

derecho que debe ser 
juzgado por un órgano 

judicial
con competencia 

específica, formación 
especializada en la 

materia, independiente
e imparcial. 

(Ley orgánica poder 
judicial contempla 

juzgado de menores) 

- - Sí

- Medidas socio-educativas  a los fines de lo previsto en el Art 4 ley 22.278.:
 Mantener al adolescente en su núcleo de socialización primaria o familiar, bajo 

asesoramiento, orientación o periódica supervisión; colocarlo bajo el cuidado de otra 
persona; establecer un régimen de libertad asistida, incluirlo en programas de 

enseñanza u orientación profesional; incluirlo en cursos, conferencias o sesiones 
informativas; incluirlo en programas que faciliten la incorporación a determinado 

oficio; ordenar el tratamiento médico necesario en caso de enfermedad a cargo de 
profesionales o en establecimientos oficiales o privados de atención de la 

problemática de la salud o de adicciones que pudiere presentar o bien someterse a 
tratamiento psicológico necesario; incluirlo en un programa de reparación del daño; 

incluirlo en un programa de trabajo comunitario.
- Libertad asistida 

No. 

- No regula. 

- Supletoriamente se aplican las reglas del CPP (peligro procesales+pena que no sea 
pasible de ejecución condicional+ incumplimiento de medidas impuestas en razón de 

violencia de género)

Salta
Nº8097/2018 y 
modificatoria 

Nº8389/23
Sí

No

(juez penal juvenil 
sólo resuelve la 

sanción)

No Sí

- Principio oportunidad

- Remite a vías alternativas de solución del conflicto previstos en el Código Procesal 
Penal (mediación)

No

Si. Máximo de todas las medidas 1 año prorrogable. 
- Medidas alternativas a la prisión preventiva (mantenimiento de la niña, niño o 

adolescente en su núcleo familiar bajo la responsabilidad de un miembro mayor; 
obligación de concurrir periódicamente a la sede del juzgado; prohibición de 
concurrir a determinados lugares, o de frecuentar a determinadas personas; 

prohibición de contacto, de acercamiento; prohibición de salir de la ciudad, provincia 
o país)

- Arresto domiciliario
- Prisión preventiva en un lugar especializado.

Ley N° 727-C

Parcialmente
Sólo para la primera 

circunscripción (Art. 94 
y 95)

- - Sí - Sólo indica como principio general que la privación de libertad es excepcional y de ultimo recurso 



Anexo II. Síntesis procedimientos con no punibles

Provincia Nº Ley y año Fuero especializado
Fuero atracción 

RPJ
Sistema acusatorio

Enuncia Ppios y 
Gtas. 

Procesos y medidas alternativas Catálogo de penas Medidas cautelares

CPPP Sí Sí Sí -

Criterio general previsto para los adultos (Art. 33)

- Principio oportunidad
- Remisión

- Conciliación
- Mediación

- Reparación del daño
- Suspensión de juicio a prueba

- Medida socio educativas - igual que para punibles (Art.487)
- Medidas no privativas de libertad (Entrega del niño o adolescente a sus padres, 

tutores o guardadores, bajo periódica supervisión; tratamiento médico, psicológico o 
psiquiátrico; inclusión del niño y su familia en programas de asistencia comunitarios; 

inclusión o derivación a tratamientos por adicciones en instituciones oficiales o 
privadas; adquisición de oficio, profesión o arte adecuado a su capacidad; realización 
de tarea útil laboral; Realizar trabajos remunerados o no a favor de instituciones de 

la comunidad;  servicios a la comunidad.)
- Alojamiento en entidades públicas o privadas de contención de niños.

- Medidas de guardas provisorias en la familia, familia ampliada o en familias de la 
comunidad.

- Libertad asistida; libertad vigilada.
- Régimen de semilibertad.

-  Alojamiento en un establecimiento especializado para niños y adolescentes.

Regla general de adultos (Art. 295 a 297)

San Luis
CPPP (Art. 243-253. 
Titulo especial para 

NNyA)

Contemplada en ley 
orgánica del poder 

judicial- Contempla las 
mismas estructura que 
la "justicia de menores"

- - Sí
- Mediación (Art. 247)

 Medidas socio-educativas (Art. 250. Como sanción):
-Amonestación severa 

- Disculpas presentadas a la víctima o a sus representantes 
-Adopción de oficio o profesión; 

- Realizar el trabajo que se le ordene
- Servicios a la comunidad 

 -Medidas a la prisión preventiva (obligación de concurrir al juzgado; abstención de 
frecuentar determinados lugares y personas; abstención de ingesta de alcohol u 

otras sustancias tóxicas)
- Arresto domiciliario

- Privación de libertad durante el fin de semana
- Prisión Preventiva en lugar especializado- 3 meses prorrogables por una vez

Santa Cruz CPPP

No
(solo habla de la 
competencia del 

juzgado de menores)

Si (Art. 26) Sí - - - - Establece que no regirá la prisión preventiva para menores de 18 años (Art. 298)

Ley 11.452
No (solo menciona 

juzgados de menores)

Prevé doble 
investigación 

instructoria en 
sede administrativa 

(Art. 73)

- -

Sí
- Mediación (Art. 60 y ss.)

- Llamado de atención y/o advertencia; realización de un trabajo comunitario, en una 
institución u organismo

oficial o privado; realización de un tratamiento médico o psicológico, individual o 
como terapia familiar; libertad vigilada; toda otra medida que beneficie al menor 

(Art. 98)
- Mantiene "valoración del tratamiento tutelar (art. 100)

No
- Prisión preventiva- Procede  por las modalidades del hecho y/o la personalidad del 
menor resultaren necesarias, se cumplirán en establecimientos especiales. (art. 71)

Nº14228/2023 (Por 
Decreto N.º 0208 
del 29/12/2023- 
entra en vigencia 
en diciembre de 

2024, con 
posibilidad de 

prorrogarse 180 ds 
mas)

Sí No Sí -

- Principio de oportunidad 
- Medidas socioeducativas que pueden aplicarse complementariamente a las 

cautelares (Art. 35)
(inclusión en programas de enseñanza u orientación profesional; adquirir 

determinado oficio, estudiar o dar prueba de un mejor rendimiento en esas 
actividades; su participación o inclusión en comunidades religiosas o civiles 

dedicadas al acompañamiento o el abordaje espiritual o emocional de las personas; 
abstenerse de consumir bebidas alcohólicas, sustancias estupefacientes o de ingerir 

determinados elementos; someterse a tratamiento médico necesario en caso de 
enfermedad, por de adicciones o tratamiento psicológico necesario en tanto puedan 

tener relación con el caso investigado, previo informe médico que acredite su 
necesidad y conveniencia; someterse a órdenes judicialmente determinadas de 
orientación, supervisión y cuidado; cumplir reglas de conducta; reparar el daño 
ocasionado en la medida de lo posible y ofrecer disculpas; prestar servicios a la 

comunidad) 

No

Sí (Art. 26)
- Medidas no privativas de libertad (fijar domicilio y someterse al cuidado de una 

persona adulta; prohibición de aproximarse a la o el ofendido, a su familia, a otras 
personas o a determinados lugares; obligación de concurrir periódicamente a la sede 
del Ministerio Público de la Acusación; vigilancia mediante dispositivos electrónicos)

- Prisión domiciliaria
- Alojamiento en instituciones abiertos o semiabiertos

- Prisión preventiva en instituciones cerradas bajo régimen especializado- hasta 3 
años (2 años prorrogable por un año más)

- Dispone revisión cada 30 ds (Art. 27)

Santiago del Estero Nº7349/2022 Sí Sí Sí Sí

- Remisión
- Mediación

- Conciliación
- Reparación

- Suspensión del juicio a prueba
- Principio oportunidad

(Art. 37 a 42  y 25)

- Reparación no pecuniaria del daño causado;
- Prestación de servicios a la comunidad;
- Órdenes de orientación y supervisión. 

(Dispone la Obligatoriedad de la revisión periódica)

- Medidas no privativas de la libertad (abstenerse de concurrir a determinados 
lugares; comparecer periódicamente ante el Juez, fiscal)

- Arresto domiciliario.
- Privación de libertad provisional durante el fin de semana en un centro 

especializado
 - Prisión preventiva en  centro especializado: Solo por peligros procesales, dispone 

revisión obligatoria cada 30 ds. No fija plazos
Nº168/1994

CPPP

Contemplada en ley 
orgánica del poder 
judicial- Estructura 

análoga a la "justicia de 
menores"

No - - - - - Prohíbe aplicación de la prisión preventiva para NNyA (Art. 288)

N° 804/2009- Ley 
de mediación

- - - - - Dispone la aplicación de la mediación penal para adolescentes (Art. 10) - -

Tucumán

CPPP (Art. 393-404. 
Titulo especifico 

para niñas, niños y 
adolescentes)

No. 
(Contemplada en ley 
orgánica del poder 

judicial- para Centro 
judicial capital- 

Estructura análoga a la 
"justicia de menores")

Sí
Si 

(como principio 
general art. 19)

Sí
- Mediación (Art. 398)

- Principio de oportunidad  (regla general. Art. 27)

- Amonestación 
- Disculpas presentadas a la víctima o a sus representantes

- Adopción de oficio o profesión;
- Realizar el trabajo que se le ordene, a favor de la víctima o de sus representantes, 

de
acuerdo a la edad, desarrollo físico y capacidad del adolescente;

- Prestación de servicios a la comunidad 
(Art. 402)

- Medidas alternativas a la prisión preventiva (obligación de concurrir 
periódicamente a la sede del Tribunal o autoridad; abstención de frecuentar 
determinados lugares y personas; abstención de ingesta de alcohol u otras 

sustancias tóxicas)
- Arresto domiciliario.

- Disposición provisoria del menor durante el fin de semana;
- Disposición provisoria en un establecimiento especializado (prisión preventiva)

Las medidas de privación de libertad no pueden exceder los 6 meses

Santa Fe

Tierra del Fuego 

Menciona garantías procesales penales (Art. 32) y establece aplicación del CPPP hasta tanto se sancione ley procesal especifica (Art. 69)

San Juan


